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TEMA 4 
 
 LEY ORGÁNICA 6/1985, DE 1 DE JULIO, DEL PODER JUDICIAL. 
 
Artículo 19 (se añaden los apartados 5 y 6) 
5. Se reconoce el carácter de tribunal consuetudinario y tradicional al denominado Juzgado 

Privativo de Aguas de Orihuela y Pueblos de su Marco. 
6. Se reconoce el carácter de tribunal consuetudinario y tradicional al denominado Tribunal 

del Comuner del Rollet de Gràcia de l’Horta d’Aldaia. 
Artículo 57 (se modifica los números 2º y 3º del apartado 1 y se añade el apartado 3) 
1.2º De la instrucción y enjuiciamiento de las causas contra el Presidente del Gobierno, 

Presidentes del Congreso y del Senado, Presidente del Tribunal Supremo y del Consejo 
General del Poder Judicial, Presidente del Tribunal Constitucional, miembros del 
Gobierno, Diputados y Senadores, Vocales del Consejo General del Poder Judicial, 
Magistrados del Tribunal Constitucional y del Tribunal Supremo, Presidente de la 
Audiencia Nacional y de cualquiera de sus Salas y de los Tribunales Superiores de 
Justicia, Fiscal General del Estado, Fiscales de Sala del Tribunal Supremo, Fiscal Europeo, 
Presidente y Consejeros del Tribunal de Cuentas, Presidente y Consejeros del Consejo de 
Estado y Defensor del Pueblo, así como de las causas que, en su caso, determinen los 
Estatutos de Autonomía 

1.3º De la instrucción y enjuiciamiento de las causas contra Magistrados de la Audiencia 
Nacional o de un Tribunal Superior de Justicia o de los Fiscales europeos delegados. 

3. En las causas por delitos atribuidos a la Fiscalía Europea, contra las personas a las que se 
refieren los números 2.º y 3.º del apartado 1, se designará de entre los miembros de la 
Sala, conforme a un turno preestablecido, un Juez de garantías, que no formará parte de 
la misma para enjuiciarlas. 

Artículo 61 (se añade un párrafo segundo al apartado 2) 
En las causas por delitos atribuidos a la Fiscalía Europea, se designará de entre los miembros 
de la Sala, conforme a un turno preestablecido, un Juez de garantías que no formará parte de 
la misma para enjuiciarlas. 
Artículo 65 (se modifica la letra b) y se añades las letras f) y g al apartado 1º y se modifica el 
5º) 

b) Falsificación de moneda y fabricación de tarjetas de crédito y débito falsas y cheques 
de viajero falsos o cualquier otro instrumento de pago distinto del efectivo, siempre 
que sean cometidos por organizaciones o grupos criminales. 

f) Delitos atribuidos a la Fiscalía Europea en los artículos 22 y 25 del Reglamento (UE) 
2017/1939 del Consejo, de 12 de octubre de 2017, cuando aquella hubiera decidido 
ejercer su competencia. 

g) Delitos de contrabando de material de defensa, de otros materiales y de productos y 
tecnología de doble uso. 

5º. De los recursos establecidos en la ley contra las sentencias y otras resoluciones de los 
Juzgados Centrales de lo Penal, de los Juzgados Centrales de Instrucción, incluidas sus 
funciones como Juzgados de garantías en los delitos de los que conozca la Fiscalía 
Europea, y del Juzgado Central de Menores. 

Artículo 73 (se añade un párrafo segundo al apartado 4) 
En las causas por delitos atribuidos a la Fiscalía Europea, se designará de entre los miembros 
de la Sala, conforme a un turno preestablecido, un Juez de garantías que no formará parte de 
la misma para enjuiciarlas. 
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Artículo 74 (se modifica la letra i) del apartado 1) 
1.i) Los actos y resoluciones dictados por órganos de la Administración General del Estado 

cuya competencia se extienda a todo el territorio nacional y cuyo nivel orgánico sea 
inferior a Ministro o Secretario de Estado, en materias de personal, propiedades 
especiales y expropiación forzosa, a excepción de lo dispuesto en el artículo 82.2.3.º. 

Artículo 82 (se modifica pos apartados 2 a 4) 
2. Las Audiencias Provinciales conocerán en el orden civil: 

1º. De los recursos que establezca la ley contra las resoluciones dictadas en primera 
instancia por los Juzgados de Primera Instancia de la provincia. 
Para el conocimiento de los recursos contra resoluciones de los Juzgados de Primera 
Instancia que se sigan por los trámites del juicio verbal por razón de la cuantía, la 
Audiencia se constituirá con un solo magistrado, mediante un turno de reparto.. 

2º. De los recursos que establezca la ley contra las resoluciones dictadas en primera 
instancia en materia civil por los Juzgados de Violencia sobre la Mujer de la provincia. 
A fin de facilitar el conocimiento de estos recursos, y atendiendo al número de 
asuntos existentes, podrán especializarse una o varias de sus Secciones de 
conformidad con lo previsto en el artículo 82 bis de la presente ley orgánica. 

3º. De los recursos que establezca la ley contra las resoluciones dictadas en primera 
instancia por los Juzgados de lo Mercantil, salvo las que se dicten por estos juzgados 
en incidentes concursales en materia laboral. Asimismo, conocerán de los recursos 
contra aquellas resoluciones que agoten la vía administrativa dictadas en materia de 
propiedad industrial por la Oficina Española de Patentes y Marcas.. 

3. Asimismo, la Sección o Secciones de la Audiencia Provincial de Alicante especializadas en 
materia mercantil conocerán, además, en segunda instancia y de forma exclusiva, de 
todos aquellos recursos a los que se refiere el artículo 133 del Reglamento (UE) 
2017/1001 del Parlamento Europeo y del Consejo de 14 de junio de 2017 sobre la marca 
de la Unión Europea y el Reglamento (CE) n.º 6/2002, del Consejo, de 12 de diciembre de 
2001, sobre los dibujos y modelos comunitarios. En el ejercicio de esta competencia 
extenderán su jurisdicción a todo el territorio nacional, y a estos solos efectos se 
denominarán Tribunales de Marca de la Unión Europea. 

4. Corresponde igualmente a las Audiencias Provinciales el conocimiento: 
1º. De las cuestiones de competencia en materia civil y penal que se susciten entre 

juzgados de la provincia que no tengan otro superior común. 
2º. De las recusaciones de sus Magistrados, cuando la competencia no esté atribuida a la 

Sala especial existente a estos efectos en los Tribunales Superiores de Justicia. 
Artículo 82 bis (se añade) 
1. El Consejo General del Poder Judicial, oída la Sala de Gobierno del Tribunal Superior de 

Justicia, podrá acordar que una o varias secciones de la misma Audiencia Provincial 
asuman el conocimiento de los recursos que se interpongan contra las resoluciones 
dictadas por los Juzgados de Primera Instancia sobre determinadas materias. 

2. El Consejo General del Poder Judicial, oída la Sala de Gobierno del Tribunal Superior de 
Justicia, podrá acordar que una o varias secciones de la misma Audiencia Provincial 
asuman el conocimiento de los recursos que se interpongan contra las resoluciones 
dictadas en primera instancia por los Juzgados de Violencia sobre la Mujer de la provincia. 

3. El Consejo General del Poder Judicial, oída la Sala de Gobierno del Tribunal Superior de 
Justicia, podrá acordar que una o varias secciones de la misma Audiencia Provincial 
asuman el conocimiento de los recursos que se interpongan contra las resoluciones 
dictadas en primera instancia por los Juzgados de lo Mercantil y de los recursos contra 
aquellas resoluciones que agoten la vía administrativa dictadas en materia de propiedad 
industrial por la Oficina Española de Patentes y Marcas. El acuerdo de especialización 
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deberá adoptarse necesariamente cuando el número de Juzgados de lo Mercantil 
existentes en la provincia fuera superior a cinco. 
Si las secciones especializadas fueran más de una, el Consejo General del Poder Judicial 
deberá distribuir las materias competencia de los Juzgados de lo Mercantil entre cada una 
de esas secciones. 
En aquellas capitales de provincia donde existan Juzgados exclusivos de lo Mercantil, se 
especializará una sección de la Audiencia Provincial para resolver los recursos que en 
éstos se planteen. En función del número de asuntos a resolver dicha sección tendrá 
carácter exclusivo o bien exclusivo pero no excluyente. 

4. Los acuerdos a que se refiere el presente artículo serán objeto de publicación en el 
“Boletín Oficial del Estado” y producirán efectos desde el inicio del año siguiente a aquel 
en que se adopten, salvo que, por razones de urgencia, razonadamente se establezca otro 
momento anterior. 

Artículo 85 (se suprime el apartado 6) 
Artículo 86 (se añade contenido) 
1. En la capital de cada provincia, con jurisdicción en toda ella, habrá uno o varios Juzgados 

de lo Mercantil. 
2. Por excepción a lo establecido en el apartado anterior cuando una provincia tenga una 

población inferior a los 500.000 habitantes, el Gobierno por Real Decreto, a propuesta del 
Consejo General del Poder Judicial con informe favorable previo de la Comunidad 
Autónoma con competencias en materia de Justicia o a propuesta de la Comunidad 
Autónoma con competencias en materia de Justicia oído el Consejo General del Poder 
Judicial, podrá extender a esa provincia la jurisdicción del Juzgado de lo Mercantil de otra 
provincia limítrofe perteneciente a la misma Comunidad Autónoma. 

3. Cuando un municipio de la provincia distinto de aquel en que radique la capital, que no 
sea limítrofe con éste, tenga más de 250.000 habitantes, el Gobierno por Real Decreto, a 
propuesta del Consejo General del Poder Judicial con informe favorable previo de la 
Comunidad Autónoma con competencias en materia de Justicia o a propuesta de la 
Comunidad Autónoma con competencias en materia de Justicia oído el Consejo General 
del Poder Judicial, podrá establecer en el mismo un Juzgado de lo Mercantil, con 
jurisdicción en ese municipio y en aquellos otros limítrofes que se considere oportuno. 

4. En aquellas capitales de provincia en las que exista más de un Juzgado de lo Mercantil y 
menos de cinco, las solicitudes de declaración de concurso de acreedores de persona 
natural se repartirán a uno solo de ellos. Si el número de juzgados especializados fuera 
más de cinco, esas solicitudes se repartirán a dos o más igualmente determinados, con 
exclusión de los demás. 

Artículo 86 bis (se modifica) 
1. Los Juzgados de lo Mercantil conocerán de cuantas cuestiones sean de la competencia 

del orden jurisdiccional civil en materia de propiedad intelectual e industrial; 
competencia desleal y publicidad; sociedades mercantiles, sociedades cooperativas, 
agrupaciones de interés económico; transporte terrestre, nacional o internacional; 
derecho marítimo, y derecho aéreo. 
Por excepción a lo establecido en el párrafo anterior, los Juzgados de lo Mercantil no 
serán competentes para conocer de las cuestiones en materia de daños derivadas de la 
destrucción, pérdida o avería del equipaje facturado previstas en el Convenio para la 
unificación de ciertas reglas para el transporte aéreo internacional hecho en Montreal el 
28 de mayo de 1999; ni de las cuestiones previstas en el Reglamento (CE) n.º 261/2004 
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de febrero de 2004, por el que se 
establecen normas comunes sobre compensación y asistencia a los pasajeros aéreos en 
caso de denegación de embarque y de cancelación o gran retraso de los vuelos, y se 
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deroga el Reglamento (CEE) n.º 295/91; en el Reglamento (CE) n.º 1371/2007 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de octubre de 2007, sobre los derechos y las 
obligaciones de los viajeros de ferrocarril; en el Reglamento (UE) n.º 181/2011 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de febrero de 2011, sobre los derechos de los 
viajeros de autobús y autocar y por el que se modifica el Reglamento (CE) n.º 2006/2004; 
y en el Reglamento (UE) n.º 1177/2010 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 24 de 
noviembre de 2010, sobre los derechos de los pasajeros que viajan por mar y por vías 
navegables y por el que se modifica el Reglamento (CE) n.º 2006/2004. 

2. Los Juzgados de lo Mercantil igualmente serán competentes para conocer de las acciones 
relativas a la aplicación de los artículos 101 y 102 del Tratado de Funcionamiento de la 
Unión Europea y de los artículos 1 y 2 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, de Defensa de la 
Competencia, así como de las pretensiones de resarcimiento del perjuicio ocasionado por 
la infracción del Derecho de la competencia. 

3. Los Juzgados de lo Mercantil conocerán igualmente de los recursos directos contra las 
calificaciones negativas de los registradores mercantiles o, en su caso, contra las 
resoluciones expresas o presuntas de la Dirección General de Seguridad Jurídica y de Fe 
Pública relativas a esas calificaciones. 

Artículo 86 ter (se modifica) 
1. Los Juzgados de lo Mercantil conocerán de cuantas cuestiones sean de la competencia del 

orden jurisdiccional civil en materia de concurso de acreedores, cualquiera que sea la 
condición civil o mercantil del deudor, de los planes de reestructuración y del 
procedimiento especial para microempresas, en los términos establecidos por el texto 
refundido de la Ley Concursal, aprobado por el Real Decreto legislativo 1/2020, de 5 de 
mayo. 

2. En todo caso, la jurisdicción del juez del concurso será exclusiva y excluyente en las 
siguientes materias: 

1.ª Las acciones civiles con trascendencia patrimonial que se dirijan contra el 
concursado, con excepción de las que se ejerciten en los procesos civiles sobre 
capacidad, filiación, matrimonio y menores. 

2.ª Las ejecuciones relativas a créditos concursales o contra la masa sobre los bienes y 
derechos del concursado integrados o que se integren en la masa activa, cualquiera 
que sea el tribunal o la autoridad administrativa que la hubiera ordenado, sin más 
excepciones que las previstas en la legislación concursal. 

3.ª La determinación del carácter necesario de un bien o derecho para la continuidad 
de la actividad profesional o empresarial del deudor. 

4.ª La declaración de la existencia de sucesión de empresa a efectos laborales y de 
seguridad social en los casos de transmisión de unidad o de unidades productivas y 
la determinación de los límites de esa declaración conforme a lo dispuesto en la 
legislación laboral y de seguridad social. 

5.ª Las medidas cautelares que afecten o pudieran afectar a los bienes y derechos del 
concursado integrados o que se integren en la masa activa, cualquiera que sea el 
tribunal o la autoridad administrativa que la hubiera acordado, excepto las que se 
adopten en los procesos civiles sobre capacidad, filiación, matrimonio y menores. 

6.ª Las demás materias establecidas en la legislación concursal. 
3. Cuando el deudor sea persona natural, la jurisdicción del juez del concurso será también 

exclusiva y excluyente en las siguientes materias: 
1.ª Las que en el procedimiento concursal deba adoptar en relación con la asistencia 

jurídica gratuita. 
2.ª La disolución y liquidación de la sociedad o comunidad conyugal del concursado. 
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4. Cuando el deudor sea persona jurídica, la jurisdicción del juez del concurso será también 
exclusiva y excluyente en las siguientes materias: 

1.ª Las acciones de reclamación de deudas sociales que se ejerciten contra los socios 
de la sociedad concursada que sean subsidiariamente responsables del pago de 
esas deudas, cualquiera que sea la fecha en que se hubieran contraído, y las 
acciones para exigir a los socios de la sociedad concursada el desembolso de las 
aportaciones sociales diferidas o el cumplimiento de las prestaciones accesorias. 

2.ª Las acciones de responsabilidad contra los administradores o liquidadores, de 
derecho o de hecho; contra la persona natural designada para el ejercicio 
permanente de las funciones propias del cargo de administrador persona jurídica y 
contra las personas, cualquiera que sea su denominación, que tengan atribuidas 
facultades de la más alta dirección de la sociedad cuando no exista delegación 
permanente de facultades del consejo de administración en uno o varios consejeros 
delegados o en una comisión ejecutiva, por los daños y perjuicios causados, antes o 
después de la declaración judicial de concurso, a la persona jurídica concursada. 

3.ª Las acciones de responsabilidad contra los auditores por los daños y perjuicios 
causados, antes o después de la declaración judicial de concurso, a la persona 
jurídica concursada. 

5. La jurisdicción del juez del concurso es exclusiva y excluyente para conocer de las acciones 
sociales que tengan por objeto la modificación sustancial de las condiciones de trabajo, el 
traslado, el despido, la suspensión de contratos y la reducción de jornada por causas 
económicas, técnicas, organizativas o de producción que, conforme a la legislación laboral 
y a lo establecido en la legislación concursal, tengan carácter colectivo, así como de las 
que versen sobre la suspensión o extinción de contratos de alta dirección. 
La suspensión de contratos y la reducción de jornada tendrán carácter colectivo cuando 
afecten al número de trabajadores establecido en la legislación laboral para la 
modificación sustancial de las condiciones de trabajo con este carácter. 

6. La jurisdicción del juez del concurso se extiende a todas las cuestiones prejudiciales 
civiles, sin más excepciones que las establecidas en la legislación concursal, las 
administrativas y las sociales directamente relacionadas con el concurso o cuya resolución 
sea necesaria para la adecuada tramitación del procedimiento concursal. La decisión 
sobre estas cuestiones no surtirá efecto fuera del concurso de acreedores en que se 
produzca. 

Artículo 86 quater (se añade) 
Los Juzgados de lo Mercantil serán competentes para el reconocimiento y ejecución de 
sentencias y demás resoluciones judiciales extranjeras cuando éstas versen sobre cualquiera 
de las materias a que se refieren los dos artículos anteriores, salvo que, según los tratados y 
otras normas internacionales, el conocimiento de esa materia corresponda a otro juzgado o 
tribunal. 
Artículo 86 quinquies (se añade) 
1. Además de la competencia para conocer con jurisdicción en toda la provincia de las 

materias a que se refieren los dos artículos anteriores, los Juzgados de lo Mercantil con 
sede en la ciudad de Alicante tendrán competencia exclusiva para conocer en primera 
instancia con jurisdicción en todo el territorio nacional de aquellas acciones que se 
ejerciten al amparo de lo establecido en el Reglamento (UE) 2017/1001, del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 14 de junio de 2017, sobre la marca de la Unión Europea, y del 
Reglamento (CE) n.º 6/2002 del Consejo, de 12 de diciembre de 2001, sobre los dibujos y 
modelos comunitarios. 

2. A los solos efectos de la competencia específica a que se refiere el apartado anterior, esos 
juzgados se denominarán Juzgados de Marca de la Unión Europea. 



 

 

 

 

ADENDA AUXILIAR ADMINISTRATIVO ESTADO Ed JUNIO 2021 – Vol I 

 www.academiatamargo.com 
Página 6 

ACADEMIA TAMARGO S.L.U. 
 
FEBRERO 2023 

 

3. Los Juzgados de Marca de la Unión Europea tendrán también competencia exclusiva para 
conocer de aquellas demandas civiles en las que se ejerciten acumuladas acciones 
relativas a marcas de la Unión y a marcas nacionales o internacionales idénticas o 
similares; y de aquellas en las que existiera cualquier otra conexión entre las acciones 
ejercitadas si al menos una de ellas estuviera basada en un registro o solicitud de marca 
de la Unión. 

Artículo 87 ter (se añade la letra h) al apartado 2) 
h) Los que versen sobre los procedimientos de liquidación del régimen económico 

matrimonial instados por los herederos de la mujer víctima de violencia de género, 
así como los que se insten frente a estos herederos. 

Artículo 88 (se añaden los párrafos segundo y tercero) 
Los Juzgados Centrales de Instrucción conocerán, como Jueces de garantías, de las peticiones 
de la Fiscalía Europea, relativas a la adopción de medidas cautelares personales, la 
autorización de los actos que supongan limitación de los derechos fundamentales cuya 
adopción esté reservada a la autoridad judicial y demás supuestos que expresamente 
determine la ley. 
Igualmente, conocerán de las impugnaciones que establezca la ley contra los decretos de los 
Fiscales europeos delegados. 
Artículo 98 (Se modifica) 
1. El Consejo General del Poder Judicial, previo informe de la Sala de Gobierno del Tribunal 

Superior de Justicia o previo informe bien del Ministerio de Justicia en las Comunidades 
donde el Estado tenga competencia en materia de Justicia o bien de la Comunidad 
Autónoma con competencias en materia de Justicia, podrá acordar que, en aquellas 
circunscripciones donde exista más de un juzgado de la misma clase, uno o varios de ellos 
asuman con carácter exclusivo el conocimiento de determinadas clases de asuntos, o de 
las ejecuciones propias del orden jurisdiccional de que se trate, sin perjuicio de las labores 
de apoyo que puedan prestar los servicios comunes que al efecto se constituyan. 

2. El Consejo General del Poder Judicial, oída la Sala de Gobierno del Tribunal Superior de 
Justicia, podrá acordar que en aquellas provincias en que existan más de cinco Juzgados 
de lo Mercantil, uno o varios de ellos asuman con carácter exclusivo el conocimiento de 
determinados asuntos de entre los que sean competencia de estos Juzgados. 

3. El Consejo General del Poder Judicial, con informe favorable del Ministerio de Justicia o, 
en su caso, de la Comunidad Autónoma con competencias en materia de Justicia, oída la 
Sala de Gobierno del Tribunal Superior de Justicia, podrá acordar que uno o varios 
Juzgados de Primera Instancia de la misma provincia y del mismo orden jurisdiccional, 
estén o no en el mismo partido judicial y, si no lo estuvieran, previa delimitación del 
ámbito de competencia territorial, asuman por tiempo determinado el conocimiento de 
determinadas materias o clases de asuntos y, en su caso, de las ejecuciones que de los 
mismos dimanen, sin perjuicio de las labores de apoyo que puedan prestar los servicios 
comunes constituidos o que al efecto se constituyan. 
En estos casos, el órgano u órganos especializados asumirán la competencia para conocer 
de todos aquellos asuntos que sean objeto de tal especialización, aun cuando su 
conocimiento inicial estuviese atribuido a órganos radicados en distinto partido judicial. 
No podrá adoptarse este acuerdo para atribuir a los órganos así especializados asuntos 
que por disposición legal estuviesen atribuidos a otros de diferente clase. Tampoco 
podrán ser objeto de especialización por esta vía los Juzgados de Instrucción, sin perjuicio 
de cualesquiera otras medidas de exención de reparto o de refuerzo que fuese necesario 
adoptar por necesidades del servicio. 

4. Los acuerdos del Consejo General del Poder Judicial a que se refieren los apartados 
anteriores se publicarán en el «Boletín Oficial del Estado» y producirán efectos desde el 
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inicio del año siguiente a aquel en que se adopten, salvo que, por razones de urgencia, 
razonadamente se establezca otro momento anterior. 

5. Los juzgados afectados continuarán conociendo hasta su conclusión de todos los procesos 
que estuvieran pendientes ante los mismos. 

Artículo 560 (se modifica el apartado 1.19ª) 
1.19ª. En materia de protección de datos personales, ejercerá las funciones definidas en el 

artículo 236 octies. 
Artículo 570 bis (se añade el apartado 1.1ª. Esto hace que cambie la numeración del resto del 
apartado 1) 
1.1ª. Proponer el nombramiento de dos Magistrados del Tribunal Constitucional, en los 

términos previstos por el artículo 599.1.1.ª 
Artículo 599 (se modifica el apartado 1.1ª) 
1.1ª. La propuesta de nombramiento, por mayoría de tres quintos, de los dos Magistrados del 

Tribunal Constitucional cuya designación corresponde al Consejo General del Poder 
Judicial, que tendrá que realizarse en el plazo máximo de tres meses a contar desde el 
día siguiente al vencimiento del mandato anterior. 

 
 LEY 50/1981, DE 30 DE DICIEMBRE, POR LA QUE SE REGULA EL ESTATUTO ORGÁNICO DEL 

MINISTERIO FISCAL. 
Artículo tercero (se modifica el apartado 4)  
4. Ejercitar las acciones penales y civiles dimanantes de delitos, sin perjuicio de la 

competencia de la Fiscalía Europea para ejercer la acción penal y solicitar la apertura de 
juicio oral por los delitos contra los intereses financieros de la Unión que asuma de 
acuerdo con su normativa, u oponerse a las ejercitadas por otros, cuando proceda. 

Artículo cuarto (se añade el apartado uno bis) 
Uno bis Interesar la notificación de cualquier resolución de la Fiscalía Europea en asuntos 

en que esta haya intervenido, debiendo colaborar con aquella en las 
investigaciones que asuma, cuando sea requerido para ello. 

Artículo doce (se añade el apartado n) 
n) La Unidad de Supervisión y Control de Protección de Datos. 
 
 LEY ORGÁNICA 5/1995, DE 22 DE MAYO, DEL TRIBUNAL DEL JURADO 
Artículo 1 (se modifica el apartado 3) 
3. El juicio del Jurado se celebrará solo en el ámbito de la Audiencia Provincial y, en su caso, 

de los Tribunales que correspondan por razón del aforamiento del acusado. En todo caso 
quedan excluidos de la competencia del Jurado los delitos cuyo enjuiciamiento venga 
atribuido a la Audiencia Nacional y aquellos cuya competencia haya sido asumida por la 
Fiscalía Europea 

 

TEMA 5 
 
 LEY 50/1997, DE 27 DE NOVIEMBRE, DEL GOBIERNO. 
Artículo 26. Procedimiento de elaboración de normas con rango de Ley y reglamentos (se 
modifica el apartado 5) 
5. A lo largo del procedimiento de elaboración de la norma, el centro directivo competente 

recabará, además de los informes y dictámenes que resulten preceptivos, cuantos estudios 
y consultas se estimen convenientes para garantizar el acierto y la legalidad del texto. 
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Salvo que normativamente se establezca otra cosa, los informes preceptivos se 
emitirán en un plazo de diez días, o de un mes cuando el informe se solicite a otra 
Administración o a un órgano u Organismo dotado de especial independencia o 
autonomía. 
El centro directivo competente podrá solicitar motivadamente la emisión urgente de 
los informes, estudios y consultas solicitados, debiendo estos ser emitidos en un 
plazo no superior a la mitad de la duración de los indicados en el párrafo anterior. 
En todo caso, los anteproyectos de ley, los proyectos de real decreto legislativo y los 
proyectos de disposiciones reglamentarias, deberán ser informados por la Secretaría 
General Técnica del Ministerio o Ministerios proponentes. 
Asimismo, cuando la propuesta normativa afectara a la organización administrativa 
de la Administración General del Estado, a su régimen de personal, a los 
procedimientos y a la inspección de los servicios, será necesario recabar la 
aprobación previa del Ministerio de Hacienda y Función Pública una vez emitidos el 
resto de informes que conformen el expediente, a excepción en su caso del dictamen 
del Consejo de Estado, y antes de ser sometida al órgano competente para 
promulgarla. Si transcurridos 15 días desde la recepción de la solicitud y de los textos 
definitivos de la propuesta no se hubiera formulado ninguna objeción, se entenderá 
concedida la aprobación. 
Será además necesario informe previo del Ministerio de Política Territorial cuando la 
norma pudiera afectar a la distribución de las competencias entre el Estado y las 
Comunidades Autónomas. 

 

TEMA 6 
 
Se elimina el epígrafe: “La agenda digital para España” 
 

TEMA 7 
 
Desaparece el epígrafe “Consejo de trasparencia y buen gobierno: Funciones” y su contenido 
pasa a integrarse dentro del epígrafe “Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, 
Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno” 
 
Se elimina las referencias al Real Decreto 919/2014, de 31 de octubre por el que se aprueba el 
Estatuto del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno 
 
 LEY 19/2013, DE 9 DE DICIEMBRE, DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN 

PÚBLICA Y BUEN GOBIERNO 
Artículo 8. Información económica, presupuestaria y estadística (se modifica el apartado 
1.a)) 
1.a) Todos los contratos, con indicación del objeto, duración, el importe de la licitación y de 

adjudicación, el procedimiento utilizado para su celebración, los instrumentos a través de 
los que, en su caso, se ha publicitado, el número de licitadores participantes en el 
procedimiento y la identidad del adjudicatario, así como las modificaciones del contrato. 
Igualmente serán objeto de publicación las decisiones de desistimiento y renuncia de los 
contratos. La publicación de la información relativa a los contratos menores podrá 
realizarse trimestralmente. 
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Asimismo, se publicarán datos estadísticos sobre el porcentaje en volumen 
presupuestario de contratos adjudicados a través de cada uno de los procedimientos 
previstos en la legislación de contratos del sector público. 
Además, se publicará información estadística sobre el porcentaje de participación en 
contratos adjudicados, tanto en relación con su número como en relación con su valor, de 
la categoría de microempresas, pequeñas y medianas empresas (pymes), entendidas 
como tal según el anexo I del Reglamento (UE) n.º 651/2014 de la Comisión, de 17 de 
junio de 2014, para cada uno de los procedimientos y tipologías previstas en la legislación 
de contratos del sector público. La publicación de esta información se realizará 
semestralmente, a partir de un año de la publicación de la norma. 

 

TEMA 8 
 
 LEY 40/2015, DE 1 DE OCTUBRE, DE RÉGIMEN JURÍDICO DEL SECTOR PÚBLICO. (Extracto) 
Artículo 50. Trámites preceptivos para la suscripción de convenios y sus efectos (Se modifica 
el apartado 2) 
2. Los convenios que suscriba la Administración General del Estado o sus organismos 

públicos y entidades de derecho público vinculados o dependientes se acompañarán 
además de: 

a) El informe de su servicio jurídico, que deberá emitirse en un plazo máximo de siete 
días hábiles desde su solicitud, transcurridos los cuales se continuará la tramitación. 
En todo/ caso, dicho informe deberá emitirse e incorporarse al expediente antes de 
proceder al perfeccionamiento del convenio. No será necesario solicitar este informe 
cuando el convenio se ajuste a un modelo normalizado informado previamente por 
el servicio jurídico que corresponda. 

b) Cualquier otro informe preceptivo que establezca la normativa aplicable, que deberá 
emitirse en un plazo máximo de siete días hábiles desde su solicitud, transcurridos 
los cuales se continuará la tramitación. En cualquier caso, deberán emitirse e 
incorporarse al expediente todos los informes preceptivos antes de proceder al 
perfeccionamiento del convenio. 

c) La autorización previa del Ministerio de Hacienda y Función Pública para su firma, 
modificación, prórroga y resolución por mutuo acuerdo entre las partes, que deberá 
emitirse en un plazo máximo de siete días hábiles desde la solicitud, transcurridos los 
cuales se continuará la tramitación. En todo caso dicha autorización deberá emitirse 
e incorporarse al expediente antes de proceder al perfeccionamiento del convenio. 
Cuando el convenio a suscribir esté excepcionado de la autorización a la que se 
refiere el párrafo anterior, también lo estará del informe del Ministerio de Política 
Territorial. 
No obstante, en todo caso, será preceptivo el informe del Ministerio de Política 
Territorial, respecto de los convenios que se suscriban entre la Administración 
General del Estado y sus organismos públicos y entidades de derecho público 
vinculados o dependientes, con las Comunidades Autónomas o con Entidades Locales 
o con sus organismos públicos y entidades de derecho público vinculados o 
dependientes, en los casos siguientes: 

1. Convenios cuyo objeto sea la cesión o adquisición de la titularidad de 
infraestructuras por la Administración General del Estado. 

2. Convenios que tengan por objeto la creación de consorcios previstos en el 
artículo 123 de esta ley. 
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d) Cuando los convenios plurianuales suscritos entre Administraciones Públicas incluyan 
aportaciones de fondos por parte del Estado para financiar actuaciones a ejecutar 
exclusivamente por parte de otra Administración Pública y el Estado asuma, en el 
ámbito de sus competencias, los compromisos frente a terceros, la aportación del 
Estado de anualidades futuras estará condicionada a la existencia de crédito en los 
correspondientes presupuestos. 

e) Los convenios interadministrativos suscritos con las Comunidades Autónomas serán 
remitidos al Senado por el Ministerio de Política Territorial. 

Artículo 103. Definición (Se da una nueva redacción al apartado 1) 
1. Las entidades públicas empresariales son entidades de Derecho público, con personalidad 

jurídica propia, patrimonio propio y autonomía en su gestión, que se financian con 
ingresos de mercado, a excepción de aquellas que tengan la condición o reúnan los 
requisitos para ser declaradas medio propio personificado de conformidad con la Ley de 
Contratos del Sector Público, y que junto con el ejercicio de potestades administrativas 
desarrollan actividades prestacionales, de gestión de servicios o de producción de bienes 
de interés público, susceptibles de contraprestación. 

Artículo 121. Régimen de personal (se modifica) 
El personal al servicio de los consorcios podrá ser funcionario o laboral y habrá de proceder de 
las Administraciones participantes, en cuyo caso su régimen jurídico será el de la 
Administración Pública de adscripción y sus retribuciones en ningún caso podrán superar las 
establecidas para puestos de trabajo equivalentes en aquella. 
Excepcionalmente, cuando no resulte posible contar con personal procedente de las 
Administraciones participantes en el consorcio en atención a la singularidad de las funciones a 
desempeñar o cuando, tras un anuncio público de convocatoria para la cobertura de un puesto 
de trabajo restringida a las administraciones consorciadas, no fuera posible cubrir dicho 
puesto, el Ministerio de Hacienda y Función Pública, u órgano competente de la 
Administración a la que se adscriba el consorcio, podrá autorizar la contratación de personal 
por parte del consorcio para el ejercicio de dichas funciones, en los términos previstos en la 
correspondiente Ley de Presupuestos Generales del Estado. 
Artículo 122. Régimen presupuestario, de contabilidad, control económico-financiero y 
patrimonial (se modifica el apartado 3) 
3. El órgano de control interno de la Administración a la que se haya adscrito el consorcio, 

deberá realizar la auditoría de cuentas anuales de aquellos consorcios en los que, a fecha 
de cierre del ejercicio, concurran, al menos, dos de las tres circunstancias siguientes: 

a) Que el total de las partidas del activo supere 2.400.000 euros. 
b) Que el importe total de sus ingresos por gestión ordinaria en el caso de los 

consorcios del sector público administrativo, o la suma del importe de la cifra de 
negocios más otros ingresos de gestión, en el caso de los pertenecientes al sector 
público empresarial, sea superior a 2.400.000 euros. 

c) Que el número medio de trabajadores empleados durante el ejercicio sea superior a 
50. 

Mediante Ley, podrán modificarse los límites anteriores cuando la estructura y 
composición de los consorcios adscritos a una administración así lo requiera. 
Las circunstancias señaladas anteriormente se aplicarán teniendo en cuenta lo siguiente: 

a) Cuando un consorcio, en la fecha de cierre del ejercicio, pase a cumplir dos de las 
citadas circunstancias, o bien cese de cumplirlas, tal situación únicamente producirá 
efectos en cuanto a lo señalado si se repite durante dos ejercicios consecutivos. 

b) En el primer ejercicio económico desde su constitución o su adscripción al sector 
público correspondiente, los consorcios cumplirán lo dispuesto en los apartados 
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anteriormente mencionados si reúnen, al cierre de dicho ejercicio, al menos dos de 
las tres circunstancias que se señalan. 

c) Aun cuando, según las circunstancias señaladas, no exista obligación de someter las 
cuentas anuales de un consorcio a auditoría de cuentas, los órganos de control 
interno podrán, en todo caso, incluir su realización en sus planes anuales de control y 
auditoría. 

Artículo 128. Definición y actividades propias (se modifica) 
1. Son fundaciones del sector público estatal aquellas que reúnan alguno de los requisitos 

siguientes: 
a) Que se constituyan de forma inicial, con una aportación mayoritaria, directa o 

indirecta, de la Administración General del Estado o cualquiera de los sujetos 
integrantes del sector público institucional estatal, o bien reciban dicha aportación 
con posterioridad a su constitución. 

b) Que el patrimonio de la fundación esté integrado en más de un 50 por ciento por 
bienes o derechos aportados o cedidos por la Administración General del Estado o 
cualquiera de los sujetos integrantes del sector público institucional estatal con 
carácter permanente. 

c) La mayoría de derechos de voto en su patronato corresponda a representantes de la 
Administración General del Estado o del sector público institucional estatal. 

2. Son actividades propias de las fundaciones del sector público estatal las realizadas, sin 
ánimo de lucro, para el cumplimiento de fines de interés general, con independencia de 
que el servicio se preste de forma gratuita o mediante contraprestación. 
Únicamente podrán realizar actividades relacionadas con el ámbito competencial de las 
entidades del sector público fundadoras, debiendo coadyuvar a la consecución de los 
fines de las mismas, sin que ello suponga la asunción de sus competencias propias, salvo 
previsión legal expresa. Las fundaciones no podrán ejercer potestades públicas. 
En la denominación de las fundaciones del sector público estatal deberá figurar 
necesariamente la indicación «fundación del sector público» o su abreviatura «F.S.P.». 

3.  Para la financiación de las actividades y el mantenimiento de la fundación, debe haberse 
previsto la posibilidad de que en el patrimonio de las fundaciones del sector público 
pueda existir aportación del sector privado de forma no mayoritaria. 

Artículo 129. Régimen de adscripción de las fundaciones (se añade la letra g) al apartado 2 y 
el apartado 5) 

g) Si la aplicación de los anteriores no resultara determinante, se adscribirá a la 
Administración General del Estado, y, en el caso de que ésta no participe, se 
adscribirá a la administración que decida su patronato. 

5. Las fundaciones estarán sujetas al régimen presupuestario, económico financiero y de 
control de la Administración Pública a la que estén adscritas. 

Artículo 142. Técnicas de colaboración (se modifica) 
Las obligaciones que se derivan del deber de colaboración se harán efectivas a través de las 
siguientes técnicas: 

a) El suministro de información, datos, documentos o medios probatorios que se hallen a 
disposición del organismo público o la entidad al que se dirige la solicitud y que la 
Administración solicitante precise disponer para el ejercicio de sus competencias. 

b) La colaboración a fin de proporcionar la inclusión en un sistema integrado de 
información de las respectivas áreas personalizadas o carpetas ciudadanas, o 
determinadas funcionalidades de las mismas, de forma que el interesado pueda acceder 
a sus contenidos, notificaciones o funcionalidades mediante procedimientos seguros 
que garanticen la integridad y confidencialidad de los datos de carácter personal, 
independientemente de cuál haya sido el punto de acceso. 
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c) El desarrollo de la Plataforma Digital de Colaboración entre las Administraciones 
Públicas como instrumento destinado a facilitar las relaciones y el soporte electrónico 
de los órganos integrantes del sistema de Conferencias Sectoriales y en general de los 
órganos de cooperación, así como de otras de plataformas comunes para el intercambio 
de datos en el ámbito de todas las administraciones públicas. 

d) La creación y mantenimiento de sistemas integrados de información administrativa con 
el fin de disponer de datos actualizados, completos y permanentes referentes a los 
diferentes ámbitos de actividad administrativa en todo el territorio nacional. 

e) El deber de asistencia y auxilio, para atender las solicitudes formuladas por otras 
Administraciones para el mejor ejercicio de sus competencias, en especial cuando los 
efectos de su actividad administrativa se extiendan fuera de su ámbito territorial. 

f) Cualquier otra prevista en una Ley. 
 

LA ADMINISTRACIÓN DEL ESTADO EN EL EXTERIOR (Se añade) 
 
La Administración General del Estado en el exterior se establece en el artículo 80, capítulo IV, 
título I, de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, en el que se indica que su composición, 
organización, funciones, integración y personal se regularán en la Ley 2/2014, de 25 de marzo, 
de la Acción y del Servicio Exterior del Estado y en su normativa de desarrollo y, 
supletoriamente, por lo dispuesto en esta ley. 
EL SERVICIO EXTERIOR DEL ESTADO  
El artículo 41 de la Ley 2/2014, de 25 de marzo, establece que el servicio exterior del Estado se 
integra por los órganos, unidades administrativas, instituciones y medios humanos y 
materiales de la Administración General del Estado que actúan en el exterior, bajo la 
dependencia jerárquica del embajador y orgánica y funcional de los respectivos 
departamentos ministeriales. 
Corresponde al Servicio Exterior del Estado aportar elementos de análisis y valoración 
necesarios para que el Gobierno formule y ejecute su Política Exterior, desarrolle su Acción 
Exterior, y coordine la de todos los sujetos de la Acción Exterior del Estado mencionados en el 
artículo 5 de esta ley; así como promover y defender los intereses de España en el exterior. 
Asimismo, le corresponde prestar asistencia y protección y facilitar el ejercicio de sus derechos 
a los españoles en el exterior, prestar asistencia a las empresas españolas en el exterior, así 
como ejercer todas aquellas competencias que le atribuya esta ley y la normativa vigente. 
En el ejercicio de sus funciones, el Servicio Exterior del Estado actuará conforme a las normas 
del derecho interno español, del derecho de la Unión Europea, del derecho internacional y con 
respeto a las leyes de los Estados extranjeros en los que actúa. 
 En atención a las peculiaridades del ámbito internacional en que desarrolla principalmente sus 
actividades, podrán establecerse normas específicas para el Servicio Exterior del Estado en 
materia de gestión de personal, administración y gestión económica, contratación pública, 
seguridad de la información, defensa en juicio del Estado en el exterior y cualesquiera otras 
que sean necesarias para el ejercicio de sus funciones. 
 
ORGANIZACIÓN  
MISIONES DIPLOMÁTICAS PERMANENTES 
Representan con este carácter a España ante uno o varios Estados con los que tiene 
establecidas relaciones diplomáticas. Cuando una misión represente a España ante varios 
Estados lo hará en régimen de acreditación múltiple y con residencia en uno de ellos. Sus 
funciones son:  

a) Representar a España ante el Estado receptor. 
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b) Proteger en el Estado receptor los intereses de España y los de sus nacionales dentro de 
los límites permitidos por el derecho internacional. En aquellos Estados donde no 
existan Oficinas Consulares, o existan en ciudades diferentes de donde radica la Misión 
Diplomática, las funciones consulares serán ejercidas por ésta, a través de su sección 
consular. 

c) Negociar con el Gobierno del Estado receptor. 
d) Informarse de las condiciones y de la evolución de los acontecimientos en el Estado 

receptor y trasladar dicha información al Gobierno español. 
e) Fomentar las relaciones amistosas y desarrollar las relaciones con el Estado receptor en 

todos los ámbitos de la Acción Exterior. 
f) Cooperar con las instancias de representación exterior de la Unión Europea en la 

identificación, defensa y promoción de los intereses y objetivos de su Acción Exterior. 
 

REPRESENTACIONES PERMANENTES 
Representan con este carácter a España ante la Unión Europea o una organización 
internacional.  
Asimismo, se establece que la creación y supresión de las misiones diplomáticas permanentes 
y representaciones permanentes, se realizará mediante Real Decreto del Consejo de Ministros, 
a iniciativa del Ministerio de Asuntos Exteriores, Unión Europea y Cooperación (atendiendo a 
la vigente estructura establecida en Real Decreto 2/2020 de 12 de enero, por el que se 
reestructuran los departamentos ministeriales), y a propuesta del Ministerio de Política 
Territorial y Función pública previo informe del Consejo Ejecutivo de Política Exterior. 
 
OFICINAS CONSULARES (ART. 47 DE LA LEY 2/2014, DE 25 DE MARZO) 
Las oficinas consulares se encargan de las funciones consulares y de prestar asistencia y 
protección a los españoles en el exterior. Llevarán a cabo las funciones que les atribuyen la 
normativa vigente, el derecho internacional y los tratados internacionales de los que España es 
parte. 
La creación y supresión de las oficinas consulares de carrera y agencias consulares se realizará 
mediante real decreto del Consejo de Ministros, a iniciativa del Ministerio de Asuntos 
Exteriores, Unión Europea y Cooperación, del que dependen orgánica y funcionalmente, y a 
propuesta del Ministerio de Política Territorial y Función Pública, previo informe del Consejo 
Ejecutivo de Política Exterior. 
 
CLASES DE OFICINAS CONSULSARES Y ORGANIZACIÓN 
Las Oficinas Consulares podrán ser de carrera y honorarias. Las primeras podrán tener 
categoría de Consulado General o de Consulado y estarán dirigidas por funcionarios de la 
Carrera Diplomática. Las segundas estarán a cargo de cónsules honorarios y podrán ser 
Consulados Honorarios o Viceconsulados Honorarios. La ley, el derecho internacional y los 
tratados de los que España es parte, determinan las funciones y competencias de cada tipo de 
oficina consular. Las Oficinas Consulares honorarias se crearán por Orden del Ministro de 
Asuntos Exteriores y de Cooperación. 
El Jefe de la Oficina Consular de carrera será designado por Orden del Ministro de Asuntos 
Exteriores y de Cooperación entre funcionarios de la Carrera Diplomática y será provisto de 
una carta patente u otro instrumento admitido por el Derecho Internacional, otorgada por Su 
Majestad el Rey con el refrendo del Ministro de Asuntos Exteriores y de Cooperación, en la que 
constará, además de su nombre y categoría personal, la circunscripción consular y la sede de la 
Oficina a su cargo. 
El Jefe de la Oficina Consular ejercerá la jefatura y dirección de todos los servicios y personal 
de la Oficina Consular. Coordinará y, por delegación del Jefe de la Misión Diplomática 



 

 

 

 

ADENDA AUXILIAR ADMINISTRATIVO ESTADO Ed JUNIO 2021 – Vol I 

 www.academiatamargo.com 
Página 14 

ACADEMIA TAMARGO S.L.U. 
 
FEBRERO 2023 

 

Permanente correspondiente, impartirá instrucciones a las agencias consulares y Oficinas 
Consulares Honorarias establecidas en su circunscripción. Los Cónsules Generales ejercerán las 
mismas funciones respecto de los consulados de carrera establecidos en su circunscripción. 
Las Oficinas Consulares de carrera contarán con una sección administrativa, a cargo de un 
canciller y, en su caso, con las secciones cuya composición y funciones se establezcan en su 
real decreto de creación. En aquellas Oficinas Consulares o agencias consulares en las que se 
integren oficinas sectoriales podrá establecerse también una Sección de Servicios Comunes, 
que permita la gestión administrativa integrada de los servicios que se determinen, de 
conformidad con lo dispuesto en esta ley. 
Las agencias consulares son oficinas dependientes de una Oficina Consular de carrera, creadas 
en localidades distintas de aquella en que se ubica la Oficina de la que dependen, con la 
finalidad de descentralizar su gestión, y estarán a cargo de un funcionario de la Carrera 
Diplomática. Dichas agencias dependerán del Consulado general o del Consulado en cuya 
demarcación estén ubicadas y sus funciones se fijarán de común acuerdo entre España y las 
autoridades competentes del Estado receptor, dentro de los límites y previsiones legales de la 
normativa internacional aplicable. 
Los Jefes de la Oficina Consular de Carrera ajustarán su actuación a las instrucciones del 
Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación y del Jefe de la Misión Diplomática 
Permanente de la que dependan, excepto en materia de fe pública, registro civil o jurisdicción 
voluntaria, en las que estarán sujetos a lo establecido por la legislación notarial, registral y 
procesal para el ejercicio de estas funciones y a las resoluciones, instrucciones y circulares de 
la Dirección General de los Registros y del Notariado. 
Los Jefes de las Oficinas Consulares podrán igualmente recibir instrucciones de los 
departamentos ministeriales correspondientes para el desarrollo de otros ámbitos de la Acción 
Exterior, a través del Jefe de la respectiva Misión Diplomática. 
 
FUNCIONES 
Las misiones diplomáticas y representaciones permanentes ejecutan y desarrollan la política 
exterior y la acción exterior del Estado.  
Estas se constituyen como el instrumento principal para el desarrollo de la acción exterior de 
todos los órganos, organismos y entidades públicas con proyección exterior. Las instrucciones 
que los distintos órganos, organismos y entidades trasladen al jefe de misión o representación 
para el desarrollo de la Acción Exterior en sus respectivos ámbitos, deberán ajustarse a lo 
previsto en la estrategia de acción exterior y se cursarán a través del Ministerio de Asuntos 
Exteriores, Unión Europea y Cooperación. 
 
ORGANIZACIÓN INTERNA DE LA MISIÓN DIPLOMÁTICA O REPRESENTACIÓN PERMANENTE 
Los órganos que integrarán la misión diplomática o representación permanente serán:  

a) La jefatura de la misión diplomática o de la representación permanente. 
b) La cancillería diplomática. 
c) Las consejerías, agregadurías, oficinas sectoriales, oficinas económicas y comerciales, 

oficinas técnicas de cooperación, centros culturales, centros de formación de la 
cooperación española, así como el Instituto Cervantes. 

d) En su caso, la sección de servicios comunes. 
 

JEFATURA DE LA MISIÓN DIPLOMÁTICA O DE LA REPRESENTACIÓN PERMANENTE 
La Jefatura de la Misión Diplomática Permanente será ejercida por un Embajador 
Extraordinario y Plenipotenciario, que ostentará la representación y máxima autoridad de 
España ante el Estado receptor. En el caso de las Representaciones Permanentes, será ejercida 
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por un Embajador Representante Permanente. La Jefatura de Misión podrá ser también 
ejercida por un Encargado de Negocios con cartas de gabinete. 
El Rey acreditará, mediante las correspondientes cartas credenciales, a los Jefes de Misión 
Diplomática y Representación Permanente. A los Encargados de Negocios se les acreditará 
mediante cartas de gabinete firmadas por el Ministro de Asuntos Exteriores y de Cooperación. 
El Jefe de Misión o Representación Permanente, orgánica y funcionalmente dependiente del 
Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación, representa al conjunto de la 
Administración del Estado y ejerce la jefatura superior de todo el personal de la Misión o 
Representación. Corresponde al Jefe de la Misión diplomática o de la Representación 
Permanente el ejercicio de las funciones que el artículo 42.4 atribuye a las Misiones 
Diplomáticas y todas las que le atribuyen las leyes, el derecho internacional y los tratados 
internacionales de los que España es parte. 
Corresponde al Jefe de Misión o Representación Permanente la dirección de la Misión 
Diplomática o Representación Permanente, así como la coordinación de la Acción Exterior y 
del Servicio Exterior del Estado en el Estado u organización de acreditación, en cumplimiento 
de las directrices, fines y objetivos fijados por el Gobierno para la Política Exterior, y de 
acuerdo con el principio de unidad de acción en el exterior y los demás principios que se 
recogen en el artículo 3 de la ley. En el ejercicio de estas funciones, propondrá al Gobierno, a 
través del Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación, los ámbitos de Acción Exterior 
que considere más pertinentes o adecuados para el cumplimiento de los objetivos de Política 
Exterior en el país u organización de acreditación. 
El Jefe de la Misión Diplomática o Representación Permanente informará a los miembros de la 
Misión o Representación de los asuntos que afecten al desempeño de sus funciones y recibirá 
puntual información de éstos sobre sus actividades. De igual forma, supervisará, coordinará e 
impulsará la actividad de todas las unidades y órganos que integran la Misión. 
Los Embajadores serán designados y cesarán por real decreto acordado en Consejo de 
Ministros a propuesta del Ministro de Asuntos Exteriores y de Cooperación. Los Encargados de 
Negocios con cartas de gabinete serán designados por Orden del Ministro de Asuntos 
Exteriores y de Cooperación. Los Embajadores Extraordinarios y Plenipotenciarios, 
Embajadores Representantes Permanentes y Encargados de Negocios con cartas de gabinete 
serán designados entre funcionarios de la Carrera Diplomática en la forma que 
reglamentariamente se determine, sin perjuicio de que el Gobierno, en ejercicio de su 
potestad discrecional, pueda designar Embajadores a personas no pertenecientes a la Carrera 
Diplomática. La propuesta de designación se hará, en todo caso, atendiendo a criterios de 
competencia profesional y experiencia, de acuerdo con lo establecido en el apartado 10 del 
artículo 6 de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y Funcionamiento de la 
Administración General del Estado. 
En el caso de Embajadores Representantes Permanentes ante organizaciones internacionales 
cuyo ámbito de actuación sea coincidente en todo o en parte con las competencias de algún 
departamento ministerial, la propuesta de su designación y cese por el Ministro de Asuntos 
Exteriores y de Cooperación se hará previo informe de dicho departamento. 
Una vez designado, el Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación facilitará a cada 
Embajador una carta de instrucciones, en la que se recojan las directrices del Gobierno, fines y 
objetivos de la Política Exterior hacia el Estado u organización internacional de acreditación, así 
como los fines, objetivos y directrices de la Acción Exterior del Estado, de conformidad con la 
Estrategia de Acción Exterior y la información que al respecto se recabe de los Departamentos, 
Comunidades Autónomas y organismos de ellos dependientes. 
El Ministro de Asuntos Exteriores y de Cooperación comunicará a la Comisión de Asuntos 
Exteriores del Congreso de los Diputados toda designación de Embajadores, a los efectos de la 
posible solicitud de comparecencia para informar a sus miembros sobre los objetivos de su 
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Misión, en función de las directrices recibidas en su carta de instrucciones. La Comisión Mixta 
para la Unión Europea podrá solicitar la comparecencia del Embajador Representante 
Permanente ante la Unión Europea. 
En los casos de vacante, ausencia o imposibilidad de ejercicio del Jefe de Misión o 
Representación, la Jefatura de Misión o Representación será desempeñada por la Segunda 
Jefatura y, en su defecto, por el funcionario diplomático que preste sus servicios en la 
Cancillería Diplomática y tenga mayor categoría administrativa o, a igual categoría, por el de 
mayor antigüedad. 
 
CANCILLERÍA DIPLOMÁTICA 
Se encarga de las funciones diplomáticas, consulares, de cooperación, así como las de 
naturaleza política y las de representación. 
Contribuye al desarrollo de los restantes ámbitos de la Acción Exterior, especialmente donde 
no actúen órganos técnicos especializados de los previstos en el apartado siguiente. 
La Jefatura de la Cancillería Diplomática será ejercida, bajo la dirección del Embajador o 
Representante Permanente, por el funcionario de la Carrera Diplomática que desempeñe la 
Segunda Jefatura de la Misión Diplomática o de la Representación Permanente ante 
organizaciones internacionales. El Consejo de Ministros podrá designar a este último como 
Embajador Representante Permanente Adjunto en la forma que reglamentariamente se 
determine. 
 
LAS CONSEJERÍAS, AGREGADURÍAS, OFICINAS ECONÓMICAS Y COMERCIALES, OFICINAS 
TÉCNICAS DE COOPERACIÓN, OFICINAS SECTORIALES, CENTROS CULTURALES Y CENTROS DE 
FORMACIÓN DE LA COOPERACIÓN ESPAÑOLA, E INSTITUTO CERVANTES 
Son órganos técnicos especializados que prestan asesoramiento y apoyo técnico, y asisten al 
embajador o embajadora, y a la misión permanente en el desempeño de sus funciones, sin 
perjuicio de su dependencia orgánica y funcional de sus respectivos departamentos a los que 
corresponde su organización interna y dotación presupuestaria. 
 
SECCIÓN DE SERVICIOS COMUNES 
Es la unidad administrativa que gestiona los servicios y recursos compartidos por las distintas 
unidades arriba mencionadas. Estará a cargo de un canciller, funcionario de carrera, acreditado 
como agregado administrativo ante el Estado receptor, o en función de la importancia y 
tamaño de la misión, por un funcionario del subgrupo A1 acreditado como consejero. 
 
LAS CONSEJERÍAS Y AGREGADURÍAS SECTORIALES Y RESTO DE ÓRGANOS ESPECIALIZADOS 
Dependerán de las instrucciones que los departamentos ministeriales les dicten y se ajustarán 
a lo previsto en la Estrategia de Acción Exterior. 
 
MISIONES DIPLOMÁTICAS ESPECIALES Y DELEGACIONES 
Asimismo, el artículo 46 de la Ley 2/2014 de 25 de marzo, recoge la posibilidad de que existan 
misiones diplomáticas especiales que representen temporalmente al reino de España ante uno 
o varios Estados para un cometido concreto o ante el conjunto de Estados, para un cometido 
de carácter especial.  
La Misión Diplomática Especial se creará a iniciativa del Ministerio de Asuntos Exteriores y de 
Cooperación y a propuesta del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, previo 
informe del Consejo Ejecutivo de Política Exterior, mediante real decreto en el que se fijará su 
cometido y los criterios para determinar el inicio y el final de la Misión. 
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El Jefe de la Misión será designado por real decreto aprobado por el Consejo de Ministros, a 
propuesta del Ministro de Asuntos Exteriores y de Cooperación, con el título de Embajador en 
Misión Especial. 
Las delegaciones representan al Reino de España en un órgano de una organización 
internacional, en una Conferencia de Estados convocada por una organización internacional o 
bajo sus auspicios, o en un acto concreto organizado por un tercer Estado para el que se 
requiera conformar una delegación con carácter oficial. 
Las delegaciones estarán presididas por los órganos que ostentan la representación del Estado 
en el exterior: el Jefe de Estado, Presidente del Gobierno o Ministro de Asuntos Exteriores y de 
Cooperación. Cuando la delegación deba ser presidida por el titular de otro órgano, se 
autorizará por el Consejo de Ministros, mediante real decreto, a propuesta del Ministerio de 
Asuntos Exteriores y de Cooperación, cuando se trate de ostentar la representación del Estado 
ante otro Estado, o por el Ministro de Asuntos Exteriores y de Cooperación, mediante la 
correspondiente plenipotencia, para la representación del Estado ante órganos de 
organizaciones internacionales o en conferencias internacionales. 
 

TEMA 11 
 
 LEY 39/2015, DE 1 DE OCTUBRE, DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO COMÚN DE LAS 

ADMINISTRACIONES PÚBLICAS 
Artículo 9. Sistemas de identificación de los interesados en el procedimiento (se modifica el 
apartado 2.c)) 
2.c) Cualquier otro sistema que las Administraciones públicas consideren válido en los 

términos y condiciones que se establezca, siempre que cuenten con un registro previo 
como usuario que permita garantizar su identidad y previa comunicación a la Secretaría 
General de Administración Digital del Ministerio de Asuntos Económicos y 
Transformación Digital. Esta comunicación vendrá acompañada de una declaración 
responsable de que se cumple con todos los requisitos establecidos en la normativa 
vigente. De forma previa a la eficacia jurídica del sistema, habrán de transcurrir dos 
meses desde dicha comunicación, durante los cuales el órgano estatal competente por 
motivos de seguridad pública podrá acudir a la vía jurisdiccional, previo informe 
vinculante de la Secretaría de Estado de Seguridad, que deberá emitir en el plazo de diez 
días desde su solicitud 

Artículo 10. Sistemas de firma admitidos por las Administraciones Públicas (se modifica el 
apartado 2.c)) 
2.c) Cualquier otro sistema que las Administraciones públicas consideren válido en los 

términos y condiciones que se establezca, siempre que cuenten con un registro previo 
como usuario que permita garantizar su identidad y previa comunicación a la Secretaría 
General de Administración Digital del Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación 
Digital. Esta comunicación vendrá acompañada de una declaración responsable de que se 
cumple con todos los requisitos establecidos en la normativa vigente. De forma previa a la 
eficacia jurídica del sistema, habrán de transcurrir dos meses desde dicha comunicación, 
durante los cuales el órgano estatal competente por motivos de seguridad pública podrá 
acudir a la vía jurisdiccional, previo informe vinculante de la Secretaría de Estado de 
Seguridad, que deberá emitir en el plazo de diez días desde su solicitud. 

Artículo 32. Ampliación (se añade el apartado 5) 
5. Cuando como consecuencia de un ciberincidente se hayan visto gravemente afectados los 

servicios y sistemas utilizados para la tramitación de los procedimientos y el ejercicio de 
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los derechos de los interesados que prevé la normativa vigente, la Administración podrá 
acordar la ampliación general de plazos de los procedimientos administrativos. 

Artículo 77. Medios y período de prueba (se añade el apartado 3 bis) 
3 bis. Cuando el interesado alegue discriminación y aporte indicios fundados sobre su 

existencia, corresponderá a la persona a quien se impute la situación discriminatoria la 
aportación de una justificación objetiva y razonable, suficientemente probada, de las 
medidas adoptadas y de su proporcionalidad. 
A los efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior, el órgano administrativo podrá 
recabar informe de los organismos públicos competentes en materia de igualdad. 

 

 LEY 29/1998, DE 13 DE JULIO, REGULADORA DE LA JURISDICCIÓN CONTENCIOSO-
ADMINISTRATIVA. 

El temario especifica que de esta ley solo entraría los artículos correspondientes al: Recurso 
contencioso-administrativo. Actividad administrativa impugnable y las partes: capacidad 
legitimación, representación y defensa (Artículos del 18 al 30) 
 
Artículo 19 (se modifica el apartado 1.i)) 
1.i) Para la defensa del derecho a la igualdad de trato y no discriminación e intolerancia, 

además de las personas afectadas y siempre con su autorización, estará también 
legitimada la Autoridad Independiente para la Igualdad de Trato y la No Discriminación, 
así como, en relación con las personas afiliadas o asociadas a los mismos, los partidos 
políticos, los sindicatos, las asociaciones profesionales de trabajadores autónomos, las 
organizaciones de personas consumidoras y usuarias y las asociaciones y organizaciones 
legalmente constituidas que tengan entre sus fines la defensa y promoción de los 
derechos humanos, de acuerdo con lo establecido en la Ley integral para la igualdad de 
trato y la no discriminación 
Cuando las personas afectadas sean una pluralidad indeterminada o de difícil 
determinación, la legitimación para instar acciones judiciales en defensa de derechos o 
intereses difusos corresponderá a la Autoridad Independiente para la Igualdad de Trato y 
la No Discriminación, a los partidos políticos, los sindicatos y las asociaciones 
profesionales de trabajadores autónomos más representativos, así como a las 
organizaciones de personas consumidoras y usuarias de ámbito estatal, y a las 
organizaciones, de ámbito estatal o del ámbito territorial en el que se produce la situación 
de discriminación, que tengan entre sus fines la defensa y promoción de los derechos 
humanos, de acuerdo con lo establecido en la Ley integral para la igualdad de trato y la no 
discriminación, sin perjuicio en todo caso de la legitimación individual de aquellas 
personas afectadas que estuviesen determinadas. 
La persona acosada será la única legitimada en los litigios sobre acoso sexual y acoso 
discriminatorio. 
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TEMA 12 
 

1. LA PROTECCION DE DATOS PERSONALES. RÉGIMEN JURÍDICO 

 
La protección de las personas físicas en relación con el tratamiento de datos personales es un 
derecho fundamental protegido por el artículo 18.4 de la Constitución española. De esta 
manera, nuestra Constitución fue pionera en el reconocimiento del derecho fundamental a la 
protección de datos personales cuando dispuso que «la ley limitará el uso de la informática 
para garantizar el honor y la intimidad personal y familiar de los ciudadanos y el pleno ejercicio 
de sus derechos». Se hacía así eco de los trabajos desarrollados desde finales de la década de 
1960 en el Consejo de Europa y de las pocas disposiciones legales adoptadas en países de 
nuestro entorno. 
El Tribunal Constitucional señaló en su Sentencia 94/1998, de 4 de mayo, que nos 
encontramos ante un derecho fundamental a la protección de datos por el que se garantiza a 
la persona el control sobre sus datos, cualesquiera datos personales, y sobre su uso y destino, 
para evitar el tráfico ilícito de los mismos o lesivo para la dignidad y los derechos de los 
afectados; de esta forma, el derecho a la protección de datos se configura como una facultad 
del ciudadano para oponerse a que determinados datos personales sean usados para fines 
distintos a aquel que justificó su obtención. Por su parte, en la Sentencia 292/2000, de 30 de 
noviembre, lo considera como un derecho autónomo e independiente que consiste en un 
poder de disposición y de control sobre los datos personales que faculta a la persona para 
decidir cuáles de esos datos proporcionar a un tercero, sea el Estado o un particular, o cuáles 
puede este tercero recabar, y que también permite al individuo saber quién posee esos datos 
personales y para qué, pudiendo oponerse a esa posesión o uso. 
A nivel legislativo, la concreción y desarrollo del derecho fundamental de protección de las 
personas físicas en relación con el tratamiento de datos personales tuvo lugar en sus orígenes 
mediante la aprobación de la Ley Orgánica 5/1992, de 29 de octubre, reguladora del 
tratamiento automatizado de datos personales, conocida como LORTAD. La Ley Orgánica 
5/1992 fue reemplazada por la Ley Orgánica 15/1999, de 5 de diciembre, de protección de 
datos personales, a fin de trasponer a nuestro derecho a la Directiva 95/46/CE del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 24 de octubre de 1995, relativa a la protección de las personas 
físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos 
datos. Esta ley orgánica supuso un segundo hito en la evolución de la regulación del derecho 
fundamental a la protección de datos en España y se complementó con una cada vez más 
abundante jurisprudencia procedente de los órganos de la jurisdicción contencioso-
administrativa. 
Por otra parte, también se recoge en el artículo 8 de la Carta de los Derechos Fundamentales 
de la Unión Europea y en el artículo 16.1 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea. 
Anteriormente, a nivel europeo, se había adoptado la Directiva 95/46/CE citada, cuyo objeto 
era procurar que la garantía del derecho a la protección de datos personales no supusiese un 
obstáculo a la libre circulación de los datos en el seno de la Unión, estableciendo así un espacio 
común de garantía del derecho que, al propio tiempo, asegurase que en caso de transferencia 
internacional de los datos, su tratamiento en el país de destino estuviese protegido por 
salvaguardas adecuadas a las previstas en la propia directiva. 
En los últimos años de la pasada década se intensificaron los impulsos tendentes a lograr una 
regulación más uniforme del derecho fundamental a la protección de datos en el marco de una 
sociedad cada vez más globalizada. Así, se fueron adoptando en distintas instancias 
internacionales propuestas para la reforma del marco vigente. Y en este marco la Comisión 
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lanzó el 4 de noviembre de 2010 su Comunicación titulada «Un enfoque global de la 
protección de los datos personales en la Unión Europea», que constituye el germen de la 
posterior reforma del marco de la Unión Europea. Al propio tiempo, el Tribunal de Justicia de 
la Unión ha venido adoptando a lo largo de los últimos años una jurisprudencia que resulta 
fundamental en su interpretación. 
El último hito en esta evolución tuvo lugar con la adopción del Reglamento (UE) 2016/679 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a la protección de las 
personas físicas en lo que respecta al tratamiento de sus datos personales y a la libre 
circulación de estos datos y por el que se deroga la Directiva 95/46/CE. 
La adaptación al Reglamento general de protección de datos, que será aplicable a partir del 25 
de mayo de 2018, según establece su artículo 99, requiere, en suma, la elaboración de una 
nueva ley orgánica que sustituya a la actual. En esta labor se han preservado los principios de 
buena regulación, al tratarse de una norma necesaria para la adaptación del ordenamiento 
español a la citada disposición europea y proporcional a este objetivo, siendo su razón última 
procurar seguridad jurídica. 
La adaptación al Reglamento general de protección de datos se ha plasmado en la Ley 
Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los 
derechos digitales. 
La norma consta de 97 artículos, organizados en 10 títulos; 22 disposiciones adicionales; 6 
transitorias; 1 derogatoria y 16 finales. 
El objeto de esta ley es: 

a) Adaptar el ordenamiento jurídico español al Reglamento (UE) 2016/679 del 
Parlamento Europeo y el Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a la protección de 
las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de sus datos personales y a la 
libre circulación de estos datos, y completar sus disposiciones. 
El derecho fundamental de las personas físicas a la protección de datos personales, 
amparado por el artículo 18.4 de la Constitución, se ejercerá con arreglo a lo 
establecido en el Reglamento (UE) 2016/679 y en esta ley orgánica. 

b) Garantizar los derechos digitales de la ciudadanía conforme al mandato establecido 
en el artículo 18.4 de la Constitución. 

El ámbito de aplicación de los Títulos I a IX y de los artículos 89 a 94: 
1. Lo dispuesto en los Títulos I a IX y en los artículos 89 a 94 de la presente ley orgánica se 

aplica a cualquier tratamiento total o parcialmente automatizado de datos personales, así 
como al tratamiento no automatizado de datos personales contenidos o destinados a ser 
incluidos en un fichero. 

2. Esta ley orgánica no será de aplicación: 
a) A los tratamientos excluidos del ámbito de aplicación del Reglamento general de 

protección de datos por su artículo 2.2, sin perjuicio de lo dispuesto en los apartados 
3 y 4 de este artículo. 

b) A los tratamientos de datos de personas fallecidas, sin perjuicio de lo establecido en 
el artículo 3. 

c) A los tratamientos sometidos a la normativa sobre protección de materias 
clasificadas. 

3. Los tratamientos a los que no sea directamente aplicable el Reglamento (UE) 2016/679 
por afectar a actividades no comprendidas en el ámbito de aplicación del Derecho de la 
Unión Europea, se regirán por lo dispuesto en su legislación específica si la hubiere y 
supletoriamente por lo establecido en el citado reglamento y en la presente ley orgánica. 
Se encuentran en esta situación, entre otros, los tratamientos realizados al amparo de la 
legislación orgánica del régimen electoral general, los tratamientos realizados en el 
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ámbito de instituciones penitenciarias y los tratamientos derivados del Registro Civil, los 
Registros de la Propiedad y Mercantiles. 

4. El tratamiento de datos llevado a cabo con ocasión de la tramitación por los órganos 
judiciales de los procesos de los que sean competentes, así como el realizado dentro de la 
gestión de la Oficina Judicial, se regirán por lo dispuesto en el Reglamento (UE) 2016/679 
y la presente ley orgánica, sin perjuicio de las disposiciones de la Ley Orgánica 6/1985, de 
1 julio, del Poder Judicial, que le sean aplicables. 

En relación con los datos de las personas fallecidas la ley establece que: 
1. Las personas vinculadas al fallecido por razones familiares o de hecho así como sus 

herederos podrán dirigirse al responsable o encargado del tratamiento al objeto de 
solicitar el acceso a los datos personales de aquella y, en su caso, su rectificación o 
supresión. 
Como excepción, las personas a las que se refiere el párrafo anterior no podrán acceder a 
los datos del causante, ni solicitar su rectificación o supresión, cuando la persona fallecida 
lo hubiese prohibido expresamente o así lo establezca una ley. Dicha prohibición no 
afectará al derecho de los herederos a acceder a los datos de carácter patrimonial del 
causante. 

2. Las personas o instituciones a las que el fallecido hubiese designado expresamente para 
ello podrán también solicitar, con arreglo a las instrucciones recibidas, el acceso a los 
datos personales de este y, en su caso su rectificación o supresión. 
Mediante real decreto se establecerán los requisitos y condiciones para acreditar la 
validez y vigencia de estos mandatos e instrucciones y, en su caso, el registro de los 
mismos. 

3. En caso de fallecimiento de menores, estas facultades podrán ejercerse también por sus 
representantes legales o, en el marco de sus competencias, por el Ministerio Fiscal, que 
podrá actuar de oficio o a instancia de cualquier persona física o jurídica interesada. 
En caso de fallecimiento de personas con discapacidad, estas facultades también podrán 
ejercerse, además de por quienes señala el párrafo anterior, por quienes hubiesen sido 
designados para el ejercicio de funciones de apoyo, si tales facultades se entendieran 
comprendidas en las medidas de apoyo prestadas por el designado. 

En resumen el régimen jurídico de la protección de datos es: 

 Artículo 18.4 de la CE. 

 Artículo 8 de la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea 

 Artículo 16.1 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea. 

 Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal. 
Algunos preceptos de esta ley siguen vigente 

 Real Decreto 1720/2007, de 21 de diciembre, por el que se aprueba el Reglamento de 
desarrollo de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de protección de datos de 
carácter personal. 

 Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 
2016 relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de 
datos personales y a la libre circulación de estos datos y por el que se deroga la Directiva 
95/46/CE (Reglamento General de Protección de Datos o RGPD) 

 Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de protección de datos de personal y garantía 
de los derechos digitales 

 Real Decreto 428/1993, de 26 de marzo, por el que se aprueba el Estatuto de la Agencia 
Española de Protección de Datos. 
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2. DEFINICIONES 

 
A efectos del Reglamento (UE) 2016/679, de 27 de abril, relativo a la protección de las 
personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación 
de estos datos se entenderá por: 

1) «datos personales»: toda información sobre una persona física identificada o 
identificable («el interesado»); se considerará persona física identificable toda persona 
cuya identidad pueda determinarse, directa o indirectamente, en particular mediante 
un identificador, como por ejemplo un nombre, un número de identificación, datos de 
localización, un identificador en línea o uno o varios elementos propios de la identidad 
física, fisiológica, genética, psíquica, económica, cultural o social de dicha persona; 

2) «tratamiento»: cualquier operación o conjunto de operaciones realizadas sobre datos 
personales o conjuntos de datos personales, ya sea por procedimientos automatizados 
o no, como la recogida, registro, organización, estructuración, conservación, 
adaptación o modificación, extracción, consulta, utilización, comunicación por 
transmisión, difusión o cualquier otra forma de habilitación de acceso, cotejo o 
interconexión, limitación, supresión o destrucción; 

3) «limitación del tratamiento»: el marcado de los datos de carácter personal 
conservados con el fin de limitar su tratamiento en el futuro; 

4) «elaboración de perfiles»: toda forma de tratamiento automatizado de datos 
personales consistente en utilizar datos personales para evaluar determinados 
aspectos personales de una persona física, en particular para analizar o predecir 
aspectos relativos al rendimiento profesional, situación económica, salud, preferencias 
personales, intereses, fiabilidad, comportamiento, ubicación o movimientos de dicha 
persona física; 

5) «seudonimización»: el tratamiento de datos personales de manera tal que ya no 
puedan atribuirse a un interesado sin utilizar información adicional, siempre que dicha 
información adicional figure por separado y esté sujeta a medidas técnicas y 
organizativas destinadas a garantizar que los datos personales no se atribuyan a una 
persona física identificada o identificable; 

6) «fichero»: todo conjunto estructurado de datos personales, accesibles con arreglo a 
criterios determinados, ya sea centralizado, descentralizado o repartido de forma 
funcional o geográfica; 

7) «responsable del tratamiento» o «responsable»: la persona física o jurídica, autoridad 
pública, servicio u otro organismo que, solo o junto con otros, determine los fines y 
medios del tratamiento; si el Derecho de la Unión o de los Estados miembros 
determina los fines y medios del tratamiento, el responsable del tratamiento o los 
criterios específicos para su nombramiento podrá establecerlos el Derecho de la Unión 
o de los Estados miembros; 

8) «encargado del tratamiento» o «encargado»: la persona física o jurídica, autoridad 
pública, servicio u otro organismo que trate datos personales por cuenta del 
responsable del tratamiento; 

9) «destinatario»: la persona física o jurídica, autoridad pública, servicio u otro organismo 
al que se comuniquen datos personales, se trate o no de un tercero. No obstante, no 
se considerarán destinatarios las autoridades públicas que puedan recibir datos 
personales en el marco de una investigación concreta de conformidad con el Derecho 
de la Unión o de los Estados miembros; el tratamiento de tales datos por dichas 
autoridades públicas será conforme con las normas en materia de protección de datos 
aplicables a los fines del tratamiento; 
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10) «tercero»: persona física o jurídica, autoridad pública, servicio u organismo distinto del 
interesado, del responsable del tratamiento, del encargado del tratamiento y de las 
personas autorizadas para tratar los datos personales bajo la autoridad directa del 
responsable o del encargado; 

11) «consentimiento del interesado»: toda manifestación de voluntad libre, específica, 
informada e inequívoca por la que el interesado acepta, ya sea mediante una 
declaración o una clara acción afirmativa, el tratamiento de datos personales que le 
conciernen; 

12) «violación de la seguridad de los datos personales»: toda violación de la seguridad que 
ocasione la destrucción, pérdida o alteración accidental o ilícita de datos personales 
transmitidos, conservados o tratados de otra forma, o la comunicación o acceso no 
autorizados a dichos datos; 

13) «datos genéticos»: datos personales relativos a las características genéticas heredadas 
o adquiridas de una persona física que proporcionen una información única sobre la 
fisiología o la salud de esa persona, obtenidos en particular del análisis de una muestra 
biológica de tal persona; 

14) «datos biométricos»: datos personales obtenidos a partir de un tratamiento técnico 
específico, relativos a las características físicas, fisiológicas o conductuales de una 
persona física que permitan o confirmen la identificación única de dicha persona, 
como imágenes faciales o datos dactiloscópicos; 

15) «datos relativos a la salud»: datos personales relativos a la salud física o mental de una 
persona física, incluida la prestación de servicios de atención sanitaria, que revelen 
información sobre su estado de salud; 

16) «establecimiento principal»: 
a) En lo que se refiere a un responsable del tratamiento con establecimientos en 

más de un Estado miembro, el lugar de su administración central en la Unión, 
salvo que las decisiones sobre los fines y los medios del tratamiento se tomen en 
otro establecimiento del responsable en la Unión y este último establecimiento 
tenga el poder de hacer aplicar tales decisiones, en cuyo caso el establecimiento 
que haya adoptado tales decisiones se considerará establecimiento principal; 

b) En lo que se refiere a un encargado del tratamiento con establecimientos en más 
de un Estado miembro, el lugar de su administración central en la Unión o, si 
careciera de esta, el establecimiento del encargado en la Unión en el que se 
realicen las principales actividades de tratamiento en el contexto de las 
actividades de un establecimiento del encargado en la medida en que el 
encargado esté sujeto a obligaciones específicas con arreglo al presente 
Reglamento; 

17) «representante»: persona física o jurídica establecida en la Unión que, habiendo sido 
designada por escrito por el responsable o el encargado del tratamiento con arreglo al 
artículo 27, represente al responsable o al encargado en lo que respecta a sus 
respectivas obligaciones en virtud del presente Reglamento; 

18) «empresa»: persona física o jurídica dedicada a una actividad económica, 
independientemente de su forma jurídica, incluidas las sociedades o asociaciones que 
desempeñen regularmente una actividad económica; 

19) «grupo empresarial»: grupo constituido por una empresa que ejerce el control y sus 
empresas controladas; 

20) «normas corporativas vinculantes»: las políticas de protección de datos personales 
asumidas por un responsable o encargado del tratamiento establecido en el territorio 
de un Estado miembro para transferencias o un conjunto de transferencias de datos 
personales a un responsable o encargado en uno o más países terceros, dentro de un 
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grupo empresarial o una unión de empresas dedicadas a una actividad económica 
conjunta; 

21) «autoridad de control»: la autoridad pública independiente establecida por un Estado 
miembro con arreglo a lo dispuesto en el artículo 51; 

22) «autoridad de control interesada»: la autoridad de control a la que afecta el 
tratamiento de datos personales debido a que: 

a) El responsable o el encargado del tratamiento está establecido en el territorio del 
Estado miembro de esa autoridad de control; 

b) Los interesados que residen en el Estado miembro de esa autoridad de control se 
ven sustancialmente afectados o es probable que se vean sustancialmente 
afectados por el tratamiento, o 

c) Se ha presentado una reclamación ante esa autoridad de control; 
23) «tratamiento transfronterizo»: 

a) el tratamiento de datos personales realizado en el contexto de las actividades de 
establecimientos en más de un Estado miembro de un responsable o un 
encargado del tratamiento en la Unión, si el responsable o el encargado está 
establecido en más de un Estado miembro, o 

b) El tratamiento de datos personales realizado en el contexto de las actividades de 
un único establecimiento de un responsable o un encargado del tratamiento en la 
Unión, pero que afecta sustancialmente o es probable que afecte sustancialmente 
a interesados en más de un Estado miembro; 

24) «objeción pertinente y motivada»: la objeción a una propuesta de decisión sobre la 
existencia o no de infracción del presente Reglamento, o sobre la conformidad con el 
presente Reglamento de acciones previstas en relación con el responsable o el 
encargado del tratamiento, que demuestre claramente la importancia de los riesgos 
que entraña el proyecto de decisión para los derechos y libertades fundamentales de 
los interesados y, en su caso, para la libre circulación de datos personales dentro de la 
Unión; 

25) «servicio de la sociedad de la información»: todo servicio conforme a la definición del 
artículo 1, apartado 1, letra b), de la Directiva (UE) 2015/1535 del Parlamento Europeo 
y del Consejo (19); 

26) «organización internacional»: una organización internacional y sus entes subordinados 
de Derecho internacional público o cualquier otro organismo creado mediante un 
acuerdo entre dos o más países o en virtud de tal acuerdo. 

 

3. PRINCIPIOS 

 
3.1. REGLAMENTO (UE) 2016/679 
Artículo 5. Principios relativos al tratamiento 
1. Los datos personales serán: 

a) Tratados de manera lícita, leal y transparente en relación con el interesado («licitud, 
lealtad y transparencia»); 

b) Recogidos con fines determinados, explícitos y legítimos, y no serán tratados 
ulteriormente de manera incompatible con dichos fines; de acuerdo con el artículo 
89, apartado 1, el tratamiento ulterior de los datos personales con fines de archivo 
en interés público, fines de investigación científica e histórica o fines estadísticos no 
se considerará incompatible con los fines iniciales («limitación de la finalidad»); 

c) Adecuados, pertinentes y limitados a lo necesario en relación con los fines para los 
que son tratados («minimización de datos»); 
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d) Exactos y, si fuera necesario, actualizados; se adoptarán todas las medidas 
razonables para que se supriman o rectifiquen sin dilación los datos personales que 
sean inexactos con respecto a los fines para los que se tratan («exactitud»); 

e) Mantenidos de forma que se permita la identificación de los interesados durante no 
más tiempo del necesario para los fines del tratamiento de los datos personales; los 
datos personales podrán conservarse durante períodos más largos siempre que se 
traten exclusivamente con fines de archivo en interés público, fines de investigación 
científica o histórica o fines estadísticos, de conformidad con el artículo 89, apartado 
1, sin perjuicio de la aplicación de las medidas técnicas y organizativas apropiadas 
que impone el presente reglamento a fin de proteger los derechos y libertades del 
interesado («limitación del plazo de conservación»); 

f) Tratados de tal manera que se garantice una seguridad adecuada de los datos 
personales, incluida la protección contra el tratamiento no autorizado o ilícito y 
contra su pérdida, destrucción o daño accidental, mediante la aplicación de medidas 
técnicas u organizativas apropiadas («integridad y confidencialidad»). 

2. El responsable del tratamiento será responsable del cumplimiento de lo dispuesto en el 
apartado 1 y capaz de demostrarlo («responsabilidad proactiva»). 

Artículo 6. Licitud del tratamiento 
1. El tratamiento solo será lícito si se cumple al menos una de las siguientes condiciones: 

a) El interesado dio su consentimiento para el tratamiento de sus datos personales para 
uno o varios fines específicos; 

b) El tratamiento es necesario para la ejecución de un contrato en el que el interesado 
es parte o para la aplicación a petición de este de medidas precontractuales; 

c) El tratamiento es necesario para el cumplimiento de una obligación legal aplicable al 
responsable del tratamiento; 

d) El tratamiento es necesario para proteger intereses vitales del interesado o de otra 
persona física; 

e) El tratamiento es necesario para el cumplimiento de una misión realizada en interés 
público o en el ejercicio de poderes públicos conferidos al responsable del 
tratamiento; 

f) El tratamiento es necesario para la satisfacción de intereses legítimos perseguidos 
por el responsable del tratamiento o por un tercero, siempre que sobre dichos 
intereses no prevalezcan los intereses o los derechos y libertades fundamentales del 
interesado que requieran la protección de datos personales, en particular cuando el 
interesado sea un niño. 

Lo dispuesto en la letra f) del párrafo primero no será de aplicación al tratamiento 
realizado por las autoridades públicas en el ejercicio de sus funciones. 

2. Los Estados miembros podrán mantener o introducir disposiciones más específicas a fin 
de adaptar la aplicación de las normas del presente Reglamento con respecto al 
tratamiento en cumplimiento del apartado 1, letras c) y e), fijando de manera más precisa 
requisitos específicos de tratamiento y otras medidas que garanticen un tratamiento lícito 
y equitativo, con inclusión de otras situaciones específicas de tratamiento a tenor del 
capítulo IX. 

3. La base del tratamiento indicado en el apartado 1, letras c) y e), deberá ser establecida 
por: 

a) El Derecho de la Unión, o 
b) El Derecho de los Estados miembros que se aplique al responsable del tratamiento. 

La finalidad del tratamiento deberá quedar determinada en dicha base jurídica o, en lo 
relativo al tratamiento a que se refiere el apartado 1, letra e), será necesaria para el 
cumplimiento de una misión realizada en interés público o en el ejercicio de poderes 
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públicos conferidos al responsable del tratamiento. Dicha base jurídica podrá contener 
disposiciones específicas para adaptar la aplicación de normas del presente Reglamento, 
entre otras: las condiciones generales que rigen la licitud del tratamiento por parte del 
responsable; los tipos de datos objeto de tratamiento; los interesados afectados; las 
entidades a las que se pueden comunicar datos personales y los fines de tal 
comunicación; la limitación de la finalidad; los plazos de conservación de los datos, así 
como las operaciones y los procedimientos del tratamiento, incluidas las medidas para 
garantizar un tratamiento lícito y equitativo, como las relativas a otras situaciones 
específicas de tratamiento a tenor del capítulo IX. El Derecho de la Unión o de los Estados 
miembros cumplirá un objetivo de interés público y será proporcional al fin legítimo 
perseguido. 

4. Cuando el tratamiento para otro fin distinto de aquel para el que se recogieron los datos 
personales no esté basado en el consentimiento del interesado o en el Derecho de la 
Unión o de los Estados miembros que constituya una medida necesaria y proporcional en 
una sociedad democrática para salvaguardar los objetivos indicados en el artículo 23, 
apartado 1, el responsable del tratamiento, con objeto de determinar si el tratamiento 
con otro fin es compatible con el fin para el cual se recogieron inicialmente los datos 
personales, tendrá en cuenta, entre otras cosas: 

a) Cualquier relación entre los fines para los cuales se hayan recogido los datos 
personales y los fines del tratamiento ulterior previsto; 

b) El contexto en que se hayan recogido los datos personales, en particular por lo que 
respecta a la relación entre los interesados y el responsable del tratamiento; 

c) La naturaleza de los datos personales, en concreto cuando se traten categorías 
especiales de datos personales, de conformidad con el artículo 9, o datos personales 
relativos a condenas e infracciones penales, de conformidad con el artículo 10; 

d) Las posibles consecuencias para los interesados del tratamiento ulterior previsto; 
e) La existencia de garantías adecuadas, que podrán incluir el cifrado o la 

seudonimización. 
Artículo 9. Tratamiento de categorías especiales de datos personales 
1. Quedan prohibidos el tratamiento de datos personales que revelen el origen étnico o 

racial, las opiniones políticas, las convicciones religiosas o filosóficas, o la afiliación 
sindical, y el tratamiento de datos genéticos, datos biométricos dirigidos a identificar de 
manera unívoca a una persona física, datos relativos a la salud o datos relativos a la vida 
sexual o la orientación sexuales de una persona física. 

2. El apartado 1 no será de aplicación cuando concurra una de las circunstancias siguientes: 
a) El interesado dio su consentimiento explícito para el tratamiento de dichos datos 

personales con uno o más de los fines especificados, excepto cuando el Derecho de la 
Unión o de los Estados miembros establezca que la prohibición mencionada en el 
apartado 1 no puede ser levantada por el interesado; 

b) El tratamiento es necesario para el cumplimiento de obligaciones y el ejercicio de 
derechos específicos del responsable del tratamiento o del interesado en el ámbito 
del Derecho laboral y de la seguridad y protección social, en la medida en que así lo 
autorice el Derecho de la Unión de los Estados miembros o un convenio colectivo con 
arreglo al Derecho de los Estados miembros que establezca garantías adecuadas del 
respeto de los derechos fundamentales y de los intereses del interesado; 

c) El tratamiento es necesario para proteger intereses vitales del interesado o de otra 
persona física, en el supuesto de que el interesado no esté capacitado, física o 
jurídicamente, para dar su consentimiento; 

d) El tratamiento es efectuado, en el ámbito de sus actividades legítimas y con las 
debidas garantías, por una fundación, una asociación o cualquier otro organismo sin 
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ánimo de lucro, cuya finalidad sea política, filosófica, religiosa o sindical, siempre que 
el tratamiento se refiera exclusivamente a los miembros actuales o antiguos de tales 
organismos o a personas que mantengan contactos regulares con ellos en relación 
con sus fines y siempre que los datos personales no se comuniquen fuera de ellos sin 
el consentimiento de los interesados; 

e) El tratamiento se refiere a datos personales que el interesado ha hecho 
manifiestamente públicos; 

f) El tratamiento es necesario para la formulación, el ejercicio o la defensa de 
reclamaciones o cuando los tribunales actúen en ejercicio de su función judicial; 

g) El tratamiento es necesario por razones de un interés público esencial, sobre la base 
del Derecho de la Unión o de los Estados miembros, que debe ser proporcional al 
objetivo perseguido, respetar en lo esencial el derecho a la protección de datos y 
establecer medidas adecuadas y específicas para proteger los intereses y derechos 
fundamentales del interesado; 

h) El tratamiento es necesario para fines de medicina preventiva o laboral, evaluación 
de la capacidad laboral del trabajador, diagnóstico médico, prestación de asistencia o 
tratamiento de tipo sanitario o social, o gestión de los sistemas y servicios de 
asistencia sanitaria y social, sobre la base del Derecho de la Unión o de los Estados 
miembros o en virtud de un contrato con un profesional sanitario y sin perjuicio de 
las condiciones y garantías contempladas en el apartado 3; 

i) El tratamiento es necesario por razones de interés público en el ámbito de la salud 
pública, como la protección frente a amenazas transfronterizas graves para la salud, 
o para garantizar elevados niveles de calidad y de seguridad de la asistencia sanitaria 
y de los medicamentos o productos sanitarios, sobre la base del Derecho de la Unión 
o de los Estados miembros que establezca medidas adecuadas y específicas para 
proteger los derechos y libertades del interesado, en particular el secreto 
profesional, 

j) El tratamiento es necesario con fines de archivo en interés público, fines de 
investigación científica o histórica o fines estadísticos, de conformidad con el artículo 
89, apartado 1, sobre la base del Derecho de la Unión o de los Estados miembros, 
que debe ser proporcional al objetivo perseguido, respetar en lo esencial el derecho 
a la protección de datos y establecer medidas adecuadas y específicas para proteger 
los intereses y derechos fundamentales del interesado. 

3. Los datos personales a que se refiere el apartado 1 podrán tratarse a los fines citados en 
el apartado 2, letra h), cuando su tratamiento sea realizado por un profesional sujeto a la 
obligación de secreto profesional, o bajo su responsabilidad, de acuerdo con el Derecho 
de la Unión o de los Estados miembros o con las normas establecidas por los organismos 
nacionales competentes, o por cualquier otra persona sujeta también a la obligación de 
secreto de acuerdo con el Derecho de la Unión o de los Estados miembros o de las normas 
establecidas por los organismos nacionales competentes. 

4. Los Estados miembros podrán mantener o introducir condiciones adicionales, inclusive 
limitaciones, con respecto al tratamiento de datos genéticos, datos biométricos o datos 
relativos a la salud. 

Artículo 10. Tratamiento de datos personales relativos a condenas e infracciones penales 
El tratamiento de datos personales relativos a condenas e infracciones penales o medidas de 
seguridad conexas sobre la base del artículo 6, apartado 1, sólo podrá llevarse a cabo bajo la 
supervisión de las autoridades públicas o cuando lo autorice el Derecho de la Unión o de los 
Estados miembros que establezca garantías adecuadas para los derechos y libertades de los 
interesados. Solo podrá llevarse un registro completo de condenas penales bajo el control de 
las autoridades públicas. 
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3.2. LEY ORGÁNICA 3/2018, DE 5 DE DICIEMBRE, DE PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES Y 

GARANTÍA DE LOS DERECHOS DIGITALES 
Artículo 4. Exactitud de los datos 
1. Conforme al artículo 5.1.d) del Reglamento (UE) 2016/679 los datos serán exactos y, si 

fuere necesario, actualizados. 
2. A los efectos previstos en el artículo 5.1.d) del Reglamento (UE) 2016/679, no será 

imputable al responsable del tratamiento, siempre que este haya adoptado todas las 
medidas razonables para que se supriman o rectifiquen sin dilación, la inexactitud de los 
datos personales, con respecto a los fines para los que se tratan, cuando los datos 
inexactos: 

a) Hubiesen sido obtenidos por el responsable directamente del afectado. 
b) Hubiesen sido obtenidos por el responsable de un mediador o intermediario en caso 

de que las normas aplicables al sector de actividad al que pertenezca el responsable 
del tratamiento establecieran la posibilidad de intervención de un intermediario o 
mediador que recoja en nombre propio los datos de los afectados para su 
transmisión al responsable. El mediador o intermediario asumirá las 
responsabilidades que pudieran derivarse en el supuesto de comunicación al 
responsable de datos que no se correspondan con los facilitados por el afectado. 

c) Fuesen sometidos a tratamiento por el responsable por haberlos recibido de otro 
responsable en virtud del ejercicio por el afectado del derecho a la portabilidad 
conforme al artículo 20 del Reglamento (UE) 2016/679 y lo previsto en esta ley 
orgánica. 

d) Fuesen obtenidos de un registro público por el responsable. 
Artículo 5. Deber de confidencialidad 
1. Los responsables y encargados del tratamiento de datos así como todas las personas que 

intervengan en cualquier fase de este estarán sujetas al deber de confidencialidad al que 
se refiere el artículo 5.1.f) del Reglamento (UE) 2016/679. 

2. La obligación general señalada en el apartado anterior será complementaria de los 
deberes de secreto profesional de conformidad con su normativa aplicable. 

3. Las obligaciones establecidas en los apartados anteriores se mantendrán aun cuando 
hubiese finalizado la relación del obligado con el responsable o encargado del 
tratamiento. 

Artículo 6. Tratamiento basado en el consentimiento del afectado 
1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 4.11 del Reglamento (UE) 2016/679, se 

entiende por consentimiento del afectado toda manifestación de voluntad libre, 
específica, informada e inequívoca por la que este acepta, ya sea mediante una 
declaración o una clara acción afirmativa, el tratamiento de datos personales que le 
conciernen. 

2. Cuando se pretenda fundar el tratamiento de los datos en el consentimiento del afectado 
para una pluralidad de finalidades será preciso que conste de manera específica e 
inequívoca que dicho consentimiento se otorga para todas ellas. 

3. No podrá supeditarse la ejecución del contrato a que el afectado consienta el tratamiento 
de los datos personales para finalidades que no guarden relación con el mantenimiento, 
desarrollo o control de la relación contractual. 

Artículo 7. Consentimiento de los menores de edad 
1. El tratamiento de los datos personales de un menor de edad únicamente podrá fundarse 

en su consentimiento cuando sea mayor de catorce años. 
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Se exceptúan los supuestos en que la ley exija la asistencia de los titulares de la patria 
potestad o tutela para la celebración del acto o negocio jurídico en cuyo contexto se 
recaba el consentimiento para el tratamiento. 

2. El tratamiento de los datos de los menores de catorce años, fundado en el 
consentimiento, solo será lícito si consta el del titular de la patria potestad o tutela, con el 
alcance que determinen los titulares de la patria potestad o tutela. 

Artículo 8. Tratamiento de datos por obligación legal, interés público o ejercicio de poderes 
públicos 
1. El tratamiento de datos personales solo podrá considerarse fundado en el cumplimiento 

de una obligación legal exigible al responsable, en los términos previstos en el artículo 
6.1.c) del Reglamento (UE) 2016/679, cuando así lo prevea una norma de Derecho de la 
Unión Europea o una norma con rango de ley, que podrá determinar las condiciones 
generales del tratamiento y los tipos de datos objeto del mismo así como las cesiones que 
procedan como consecuencia del cumplimiento de la obligación legal. Dicha norma podrá 
igualmente imponer condiciones especiales al tratamiento, tales como la adopción de 
medidas adicionales de seguridad u otras establecidas en el capítulo IV del Reglamento 
(UE) 2016/679. 

2. El tratamiento de datos personales solo podrá considerarse fundado en el cumplimiento 
de una misión realizada en interés público o en el ejercicio de poderes públicos conferidos 
al responsable, en los términos previstos en el artículo 6.1 e) del Reglamento (UE) 
2016/679, cuando derive de una competencia atribuida por una norma con rango de ley. 

Artículo 9. Categorías especiales de datos 
1. A los efectos del artículo 9.2.a) del Reglamento (UE) 2016/679, a fin de evitar situaciones 

discriminatorias, el solo consentimiento del afectado no bastará para levantar la 
prohibición del tratamiento de datos cuya finalidad principal sea identificar su ideología, 
afiliación sindical, religión, orientación sexual, creencias u origen racial o étnico. 
Lo dispuesto en el párrafo anterior no impedirá el tratamiento de dichos datos al amparo 
de los restantes supuestos contemplados en el artículo 9.2 del Reglamento (UE) 
2016/679, cuando así proceda. 

2. Los tratamientos de datos contemplados en las letras g), h) e i) del artículo 9.2 del 
Reglamento (UE) 2016/679 fundados en el Derecho español deberán estar amparados en 
una norma con rango de ley, que podrá establecer requisitos adicionales relativos a su 
seguridad y confidencialidad. 
En particular, dicha norma podrá amparar el tratamiento de datos en el ámbito de la 
salud cuando así lo exija la gestión de los sistemas y servicios de asistencia sanitaria y 
social, pública y privada, o la ejecución de un contrato de seguro del que el afectado sea 
parte. 

Artículo 10. Tratamiento de datos de naturaleza penal 
1. El tratamiento de datos personales relativos a condenas e infracciones penales, así como 

a procedimientos y medidas cautelares y de seguridad conexas, para fines distintos de los 
de prevención, investigación, detección o enjuiciamiento de infracciones penales o de 
ejecución de sanciones penales, solo podrá llevarse a cabo cuando se encuentre 
amparado en una norma de Derecho de la Unión, en esta ley orgánica o en otras normas 
de rango legal. 

2. El registro completo de los datos referidos a condenas e infracciones penales, así como a 
procedimientos y medidas cautelares y de seguridad conexas a que se refiere el artículo 
10 del Reglamento (UE) 2016/679, podrá realizarse conforme con lo establecido en la 
regulación del Sistema de registros administrativos de apoyo a la Administración de 
Justicia. 
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3. Fuera de los supuestos señalados en los apartados anteriores, los tratamientos de datos 
referidos a condenas e infracciones penales, así como a procedimientos y medidas 
cautelares y de seguridad conexas solo serán posibles cuando sean llevados a cabo por 
abogados y procuradores y tengan por objeto recoger la información facilitada por sus 
clientes para el ejercicio de sus funciones. 

 

4. DERECHOS 

 
4.1. REGLAMENTO (UE) 2016/679 
4.1.1. INFORMACIÓN Y ACCESO A LOS DATOS PERSONALES 
Artículo 13. Información que deberá facilitarse cuando los datos personales se obtengan del 
interesado 
1. Cuando se obtengan de un interesado datos personales relativos a él, el responsable del 

tratamiento, en el momento en que estos se obtengan, le facilitará toda la información 
indicada a continuación: 

a) La identidad y los datos de contacto del responsable y, en su caso, de su 
representante; 

b) Los datos de contacto del delegado de protección de datos, en su caso; 
c) Los fines del tratamiento a que se destinan los datos personales y la base jurídica del 

tratamiento; 
d) Cuando el tratamiento se base en el artículo 6, apartado 1, letra f), los intereses 

legítimos del responsable o de un tercero; 
e) Los destinatarios o las categorías de destinatarios de los datos personales, en su 

caso; 
f) En su caso, la intención del responsable de transferir datos personales a un tercer 

país u organización internacional y la existencia o ausencia de una decisión de 
adecuación de la comisión, o, en el caso de las transferencias indicadas en los 
artículos 46 o 47 o el artículo 49, apartado 1, párrafo segundo, referencia a las 
garantías adecuadas o apropiadas y a los medios para obtener una copia de estas o al 
hecho de que se hayan prestado. 

2. Además de la información mencionada en el apartado 1, el responsable del tratamiento 
facilitará al interesado, en el momento en que se obtengan los datos personales, la 
siguiente información necesaria para garantizar un tratamiento de datos leal y 
transparente: 

a) El plazo durante el cual se conservarán los datos personales o, cuando no sea posible, 
los criterios utilizados para determinar este plazo; 

b) La existencia del derecho a solicitar al responsable del tratamiento el acceso a los 
datos personales relativos al interesado, y su rectificación o supresión, o la limitación 
de su tratamiento, o a oponerse al tratamiento, así como el derecho a la portabilidad 
de los datos; 

c) Cuando el tratamiento esté basado en el artículo 6, apartado 1, letra a), o el artículo 
9, apartado 2, letra a), la existencia del derecho a retirar el consentimiento en 
cualquier momento, sin que ello afecte a la licitud del tratamiento basado en el 
consentimiento previo a su retirada; 

d) El derecho a presentar una reclamación ante una autoridad de control; 
e) Si la comunicación de datos personales es un requisito legal o contractual, o un 

requisito necesario para suscribir un contrato, y si el interesado está obligado a 
facilitar los datos personales y está informado de las posibles consecuencias de que 
no facilitar tales datos; 
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f) La existencia de decisiones automatizas, incluida la elaboración de perfiles, a que se 
refiere el artículo 22, apartados 1 y 4, y, al menos en tales casos, información 
significativa sobre la lógica aplicada, así como la importancia y las consecuencias 
previstas de dicho tratamiento para el interesado. 

3. Cuando el responsable del tratamiento proyecte el tratamiento ulterior de datos 
personales para un fin que no sea aquel para el que se recogieron, proporcionará al 
interesado, con anterioridad a dicho tratamiento ulterior, información sobre ese otro fin y 
cualquier información adicional pertinente a tenor del apartado 2. 

4. Las disposiciones de los apartados 1, 2 y 3 no serán aplicables cuando y en la medida en 
que el interesado ya disponga de la información. 

Artículo 14. Información que deberá facilitarse cuando los datos personales no se hayan 
obtenido del interesado 
1. Cuando los datos personales no se hayan obtenidos del interesado, el responsable del 

tratamiento le facilitará la siguiente información: 
a) La identidad y los datos de contacto del responsable y, en su caso, de su 

representante; 
b) Los datos de contacto del delegado de protección de datos, en su caso; 
c) Los fines del tratamiento a que se destinan los datos personales, así como la base 

jurídica del tratamiento; 
d) Las categorías de datos personales de que se trate; 
e) Los destinatarios o las categorías de destinatarios de los datos personales, en su 

caso; 
f) En su caso, la intención del responsable de transferir datos personales a un 

destinatario en un tercer país u organización internacional y la existencia o ausencia 
de una decisión de adecuación de la comisión, o, en el caso de las transferencias 
indicadas en los artículos 46 o 47 o el artículo 49, apartado 1, párrafo segundo, 
referencia a las garantías adecuadas o apropiadas y a los medios para obtener una 
copia de ellas o al hecho de que se hayan prestado. 

2. Además de la información mencionada en el apartado 1, el responsable del tratamiento 
facilitará al interesado la siguiente información necesaria para garantizar un tratamiento 
de datos leal y transparente respecto del interesado: 

a) El plazo durante el cual se conservarán los datos personales o, cuando eso no sea 
posible, los criterios utilizados para determinar este plazo; 

b) Cuando el tratamiento se base en el artículo 6, apartado 1, letra f), los intereses 
legítimos del responsable del tratamiento o de un tercero; 

c) La existencia del derecho a solicitar al responsable del tratamiento el acceso a los 
datos personales relativos al interesado, y su rectificación o supresión, o la limitación 
de su tratamiento, y a oponerse al tratamiento, así como el derecho a la portabilidad 
de los datos; 

d) Cuando el tratamiento esté basado en el artículo 6, apartado 1, letra a), o el artículo 
9, apartado 2, letra a), la existencia del derecho a retirar el consentimiento en 
cualquier momento, sin que ello afecte a la licitud del tratamiento basada en el 
consentimiento antes de su retirada; 

e) El derecho a presentar una reclamación ante una autoridad de control; 
f) La fuente de la que proceden los datos personales y, en su caso, si proceden de 

fuentes de acceso público; 
g) La existencia de decisiones automatizadas, incluida la elaboración de perfiles, a que 

se refiere el artículo 22, apartados 1 y 4, y, al menos en tales casos, información 
significativa sobre la lógica aplicada, así como la importancia y las consecuencias 
previstas de dicho tratamiento para el interesado. 
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3. El responsable del tratamiento facilitará la información indicada en los apartados 1 y 2: 
a) Dentro de un plazo razonable, una vez obtenidos los datos personales, y a más tardar 

dentro de un mes, habida cuenta de las circunstancias específicas en las que se 
traten dichos datos; 

b) Si los datos personales han de utilizarse para comunicación con el interesado, a más 
tardar en el momento de la primera comunicación a dicho interesado, o 

c) Si está previsto comunicarlos a otro destinatario, a más tardar en el momento en que 
los datos personales sean comunicados por primera vez. 

4. Cuando el responsable del tratamiento proyecte el tratamiento ulterior de los datos 
personales para un fin que no sea aquel para el que se obtuvieron, proporcionará al 
interesado, antes de dicho tratamiento ulterior, información sobre ese otro fin y cualquier 
otra información pertinente indicada en el apartado 2. 

5. Las disposiciones de los apartados 1 a 4 no serán aplicables cuando y en la medida en que: 
a) El interesado ya disponga de la información; 
b) La comunicación de dicha información resulte imposible o suponga un esfuerzo 

desproporcionado, en particular para el tratamiento con fines de archivo en interés 
público, fines de investigación científica o histórica o fines estadísticos, a reserva de 
las condiciones y garantías indicadas en el artículo 89, apartado 1, o en la medida en 
que la obligación mencionada en el apartado 1 del presente artículo pueda 
imposibilitar u obstaculizar gravemente el logro de los objetivos de tal tratamiento. 
En tales casos, el responsable adoptará medidas adecuadas para proteger los 
derechos, libertades e intereses legítimos del interesado, inclusive haciendo pública 
la información; 

c) La obtención o la comunicación esté expresamente establecida por el derecho de la 
unión o de los estados miembros que se aplique al responsable del tratamiento y que 
establezca medidas adecuadas para proteger los intereses legítimos del interesado, o 

d) Cuando los datos personales deban seguir teniendo carácter confidencial sobre la 
base de una obligación de secreto profesional regulada por el derecho de la unión o 
de los estados miembros, incluida una obligación de secreto de naturaleza 
estatutaria. 

Artículo 15. Derecho de acceso del interesado 
1. El interesado tendrá derecho a obtener del responsable del tratamiento confirmación de 

si se están tratando o no datos personales que le conciernen y, en tal caso, derecho de 
acceso a los datos personales y a la siguiente información: 

a) Los fines del tratamiento; 
b) Las categorías de datos personales de que se trate; 
c) Los destinatarios o las categorías de destinatarios a los que se comunicaron o serán 

comunicados los datos personales, en particular destinatarios en terceros u 
organizaciones internacionales; 

d) De ser posible, el plazo previsto de conservación de los datos personales o, de no ser 
posible, los criterios utilizados para determinar este plazo; 

e) La existencia del derecho a solicitar del responsable la rectificación o supresión de 
datos personales o la limitación del tratamiento de datos personales relativos al 
interesado, o a oponerse a dicho tratamiento; 

f) El derecho a presentar una reclamación ante una autoridad de control; 
g) Cuando los datos personales no se hayan obtenido del interesado, cualquier 

información disponible sobre su origen; 
h) La existencia de decisiones automatizadas, incluida la elaboración de perfiles, a que 

se refiere el artículo 22, apartados 1 y 4, y, al menos en tales casos, información 
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significativa sobre la lógica aplicada, así como la importancia y las consecuencias 
previstas de dicho tratamiento para el interesado. 

2. Cuando se transfieran datos personales a un tercer país o a una organización 
internacional, el interesado tendrá derecho a ser informado de las garantías adecuadas en 
virtud del artículo 46 relativas a la transferencia. 

3. El responsable del tratamiento facilitará una copia de los datos personales objeto de 
tratamiento. El responsable podrá percibir por cualquier otra copia solicitada por el 
interesado un canon razonable basado en los costes administrativos. Cuando el 
interesado presente la solicitud por medios electrónicos, y a menos que este solicite que 
se facilite de otro modo, la información se facilitará en un formato electrónico de uso 
común. 

4. El derecho a obtener copia mencionado en el apartado 3 no afectará negativamente a los 
derechos y libertades de otros. 

 
4.1.2. RECTIFICACIÓN Y SUPRESIÓN 
Artículo 16. Derecho de rectificación 
El interesado tendrá derecho a obtener sin dilación indebida del responsable del tratamiento 
la rectificación de los datos personales inexactos que le conciernan. Teniendo en cuenta los 
fines del tratamiento, el interesado tendrá derecho a que se completen los datos personales 
que sean incompletos, inclusive mediante una declaración adicional. 
Artículo 17. Derecho de supresión («el derecho al olvido») 
1. El interesado tendrá derecho a obtener sin dilación indebida del responsable del 

tratamiento la supresión de los datos personales que le conciernan, el cual estará 
obligado a suprimir sin dilación indebida los datos personales cuando concurra alguna de 
las circunstancias siguientes: 

a) Los datos personales ya no sean necesarios en relación con los fines para los que 
fueron recogidos o tratados de otro modo; 

b) El interesado retire el consentimiento en que se basa el tratamiento de conformidad 
con el artículo 6, apartado 1, letra a), o el artículo 9, apartado 2, letra a), y este no se 
base en otro fundamento jurídico; 

c) El interesado se oponga al tratamiento con arreglo al artículo 21, apartado 1, y no 
prevalezcan otros motivos legítimos para el tratamiento, o el interesado se oponga al 
tratamiento con arreglo al artículo 21, apartado 2; 

d) Los datos personales hayan sido tratados ilícitamente; 
e) Los datos personales deban suprimirse para el cumplimiento de una obligación legal 

establecida en el derecho de la unión o de los estados miembros que se aplique al 
responsable del tratamiento; 

f) Los datos personales se hayan obtenido en relación con la oferta de servicios de la 
sociedad de la información mencionados en el artículo 8, apartado 1. 

2. Cuando haya hecho públicos los datos personales y esté obligado, en virtud de lo 
dispuesto en el apartado 1, a suprimir dichos datos, el responsable del tratamiento, 
teniendo en cuenta la tecnología disponible y el coste de su aplicación, adoptará medidas 
razonables, incluidas medidas técnicas, con miras a informar a los responsables que estén 
tratando los datos personales de la solicitud del interesado de supresión de cualquier 
enlace a esos datos personales, o cualquier copia o réplica de los mismos. 

3. Los apartados 1 y 2 no se aplicarán cuando el tratamiento sea necesario: 
a) Para ejercer el derecho a la libertad de expresión e información; 
b) Para el cumplimiento de una obligación legal que requiera el tratamiento de datos 

impuesta por el derecho de la unión o de los estados miembros que se aplique al 
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responsable del tratamiento, o para el cumplimiento de una misión realizada en 
interés público o en el ejercicio de poderes públicos conferidos al responsable; 

c) Por razones de interés público en el ámbito de la salud pública de conformidad con el 
artículo 9, apartado 2, letras h) e i), y apartado 3; 

d) Con fines de archivo en interés público, fines de investigación científica o histórica o 
fines estadísticos, de conformidad con el artículo 89, apartado 1, en la medida en que 
el derecho indicado en el apartado 1 pudiera hacer imposible u obstaculizar 
gravemente el logro de los objetivos de dicho tratamiento, o 

e) Para la formulación, el ejercicio o la defensa de reclamaciones. 
Artículo 18. Derecho a la limitación del tratamiento 
1. El interesado tendrá derecho a obtener del responsable del tratamiento la limitación del 

tratamiento de los datos cuando se cumpla alguna de las condiciones siguientes: 
a) El interesado impugne la exactitud de los datos personales, durante un plazo que 

permita al responsable verificar la exactitud de los mismos; 
b) El tratamiento sea ilícito y el interesado se oponga a la supresión de los datos 

personales y solicite en su lugar la limitación de su uso; 
c) El responsable ya no necesite los datos personales para los fines del tratamiento, 

pero el interesado los necesite para la formulación, el ejercicio o la defensa de 
reclamaciones; 

d) El interesado se haya opuesto al tratamiento en virtud del artículo 21, apartado 1, 
mientras se verifica si los motivos legítimos del responsable prevalecen sobre los del 
interesado. 

2. Cuando el tratamiento de datos personales se haya limitado en virtud del apartado 1, 
dichos datos solo podrán ser objeto de tratamiento, con excepción de su conservación, 
con el consentimiento del interesado o para la formulación, el ejercicio o la defensa de 
reclamaciones, o con miras a la protección de los derechos de otra persona física o 
jurídica o por razones de interés público importante de la Unión o de un determinado 
Estado miembro. 

3. Todo interesado que haya obtenido la limitación del tratamiento con arreglo al apartado 1 
será informado por el responsable antes del levantamiento de dicha limitación. 

Artículo 19. Obligación de notificación relativa a la rectificación o supresión de datos 
personales o la limitación del tratamiento 
El responsable del tratamiento comunicará cualquier rectificación o supresión de datos 
personales o limitación del tratamiento efectuada con arreglo al artículo 16, al artículo 17, 
apartado 1, y al artículo 18 a cada uno de los destinatarios a los que se hayan comunicado los 
datos personales, salvo que sea imposible o exija un esfuerzo desproporcionado. El 
responsable informará al interesado acerca de dichos destinatarios, si este así lo solicita. 
Artículo 20. Derecho a la portabilidad de los datos 
1. El interesado tendrá derecho a recibir los datos personales que le incumban, que haya 

facilitado a un responsable del tratamiento, en un formato estructurado, de uso común y 
lectura mecánica, y a transmitirlos a otro responsable del tratamiento sin que lo impida el 
responsable al que se los hubiera facilitado, cuando: 

a) El tratamiento esté basado en el consentimiento con arreglo al artículo 6, apartado 1, 
letra a), o el artículo 9, apartado 2, letra a), o en un contrato con arreglo al artículo 6, 
apartado 1, letra b), y 

b) El tratamiento se efectúe por medios automatizados. 
2. Al ejercer su derecho a la portabilidad de los datos de acuerdo con el apartado 1, el 

interesado tendrá derecho a que los datos personales se transmitan directamente de 
responsable a responsable cuando sea técnicamente posible. 
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3. El ejercicio del derecho mencionado en el apartado 1 del presente artículo se entenderá 
sin perjuicio del artículo 17. Tal derecho no se aplicará al tratamiento que sea necesario 
para el cumplimiento de una misión realizada en interés público o en el ejercicio de 
poderes públicos conferidos al responsable del tratamiento. 

4. El derecho mencionado en el apartado 1 no afectará negativamente a los derechos y 
libertades de otros. 

4.1.3. DERECHO DE OPOSICIÓN Y DECISIONES INDIVIDUALES AUTOMATIZADAS 
Artículo 21. Derecho de oposición 
1. El interesado tendrá derecho a oponerse en cualquier momento, por motivos 

relacionados con su situación particular, a que datos personales que le conciernan sean 
objeto de un tratamiento basado en lo dispuesto en el artículo 6, apartado 1, letras e) o 
f), incluida la elaboración de perfiles sobre la base de dichas disposiciones. El 
responsable del tratamiento dejará de tratar los datos personales, salvo que acredite 
motivos legítimos imperiosos para el tratamiento que prevalezcan sobre los intereses, 
los derechos y las libertades del interesado, o para la formulación, el ejercicio o la 
defensa de reclamaciones. 

2. Cuando el tratamiento de datos personales tenga por objeto la mercadotecnia directa, 
el interesado tendrá derecho a oponerse en todo momento al tratamiento de los datos 
personales que le conciernan, incluida la elaboración de perfiles en la medida en que 
esté relacionada con la citada mercadotecnia. 

3. Cuando el interesado se oponga al tratamiento con fines de mercadotecnia directa, los 
datos personales dejarán de ser tratados para dichos fines. 

4. A más tardar en el momento de la primera comunicación con el interesado, el derecho 
indicado en los apartados 1 y 2 será mencionado explícitamente al interesado y será 
presentado claramente y al margen de cualquier otra información. 

5. En el contexto de la utilización de servicios de la sociedad de la información, y no 
obstante lo dispuesto en la Directiva 2002/58/CE, el interesado podrá ejercer su derecho 
a oponerse por medios automatizados que apliquen especificaciones técnicas. 

6. Cuando los datos personales se traten con fines de investigación científica o histórica o 
fines estadísticos de conformidad con el artículo 89, apartado 1, el interesado tendrá 
derecho, por motivos relacionados con su situación particular, a oponerse al tratamiento 
de datos personales que le conciernan, salvo que sea necesario para el cumplimiento de 
una misión realizada por razones de interés público. 

Artículo 22. Decisiones individuales automatizadas, incluida la elaboración de perfiles 
1. Todo interesado tendrá derecho a no ser objeto de una decisión basada únicamente en el 

tratamiento automatizado, incluida la elaboración de perfiles, que produzca efectos 
jurídicos en él o le afecte significativamente de modo similar. 

2. El apartado 1 no se aplicará si la decisión: 
a) Es necesaria para la celebración o la ejecución de un contrato entre el interesado y 

un responsable del tratamiento; 
b) Está autorizada por el derecho de la unión o de los estados miembros que se aplique 

al responsable del tratamiento y que establezca asimismo medidas adecuadas para 
salvaguardar los derechos y libertades y los intereses legítimos del interesado, o 

c) Se basa en el consentimiento explícito del interesado. 
3. En los casos a que se refiere el apartado 2, letras a) y c), el responsable del tratamiento 

adoptará las medidas adecuadas para salvaguardar los derechos y libertades y los 
intereses legítimos del interesado, como mínimo el derecho a obtener intervención 
humana por parte del responsable, a expresar su punto de vista y a impugnar la decisión. 

4. Las decisiones a que se refiere el apartado 2 no se basarán en las categorías especiales de 
datos personales contempladas en el artículo 9, apartado 1, salvo que se aplique el 
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artículo 9, apartado 2, letra a) o g), y se hayan tomado medidas adecuadas para 
salvaguardar los derechos y libertades y los intereses legítimos del interesado. 

4.1.4. LIMITACIONES 
Artículo 23. Limitaciones 
1. El Derecho de la Unión o de los Estados miembros que se aplique al responsable o el 

encargado del tratamiento podrá limitar, a través de medidas legislativas, el alcance de las 
obligaciones y de los derechos establecidos en los artículos 12 a 22 y el artículo 34, así 
como en el artículo 5 en la medida en que sus disposiciones se correspondan con los 
derechos y obligaciones contemplados en los artículos 12 a 22, cuando tal limitación 
respete en lo esencial los derechos y libertades fundamentales y sea una medida 
necesaria y proporcionada en una sociedad democrática para salvaguardar: 

a) La seguridad del Estado; 
b) La defensa; 
c) La seguridad pública; 
d) La prevención, investigación, detección o enjuiciamiento de infracciones penales o la 

ejecución de sanciones penales, incluida la protección frente a amenazas a la 
seguridad pública y su prevención; 

e) Otros objetivos importantes de interés público general de la Unión o de un Estado 
miembro, en particular un interés económico o financiero importante de la Unión o 
de un Estado miembro, inclusive en los ámbitos fiscal, presupuestario y monetario, la 
sanidad pública y la seguridad social; 

f) La protección de la independencia judicial y de los procedimientos judiciales; 
g) La prevención, la investigación, la detección y el enjuiciamiento de infracciones de 

normas deontológicas en las profesiones reguladas; 
h) Una función de supervisión, inspección o reglamentación vinculada, incluso 

ocasionalmente, con el ejercicio de la autoridad pública en los casos contemplados 
en las letras a) a e) y g); 

i) La protección del interesado o de los derechos y libertades de otros; 
j) La ejecución de demandas civiles. 

2. En particular, cualquier medida legislativa indicada en el apartado 1 contendrá como 
mínimo, en su caso, disposiciones específicas relativas a: 

a) La finalidad del tratamiento o de las categorías de tratamiento; 
b) Las categorías de datos personales de que se trate; 
c) El alcance de las limitaciones establecidas; 
d) Las garantías para evitar accesos o transferencias ilícitos o abusivos; 
e) La determinación del responsable o de categorías de responsables; 
f) Los plazos de conservación y las garantías aplicables habida cuenta de la naturaleza 

alcance y objetivos del tratamiento o las categorías de tratamiento; 
g) Los riesgos para los derechos y libertades de los interesados, y 
h) El derecho de los interesados a ser informados sobre la limitación, salvo si puede ser 

perjudicial a los fines de esta. 
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4.2. LEY ORGÁNICA 3/2018, DE 5 DE DICIEMBRE, DE PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES Y 
GARANTÍA DE LOS DERECHOS DIGITALES. 

4.2.1. TRANSPARENCIA E INFORMACIÓN 
Artículo 11. Transparencia e información al afectado 
1. Cuando los datos personales sean obtenidos del afectado el responsable del tratamiento 

podrá dar cumplimiento al deber de información establecido en el artículo 13 del 
Reglamento (UE) 2016/679 facilitando al afectado la información básica a la que se refiere 
el apartado siguiente e indicándole una dirección electrónica u otro medio que permita 
acceder de forma sencilla e inmediata a la restante información. 

2. La información básica a la que se refiere el apartado anterior deberá contener, al menos: 
a) La identidad del responsable del tratamiento y de su representante, en su caso. 
b) La finalidad del tratamiento. 
c) La posibilidad de ejercer los derechos establecidos en los artículos 15 a 22 del 

Reglamento (UE) 2016/679. 
Si los datos obtenidos del afectado fueran a ser tratados para la elaboración de perfiles, la 
información básica comprenderá asimismo esta circunstancia. En este caso, el afectado 
deberá ser informado de su derecho a oponerse a la adopción de decisiones individuales 
automatizadas que produzcan efectos jurídicos sobre él o le afecten significativamente de 
modo similar, cuando concurra este derecho de acuerdo con lo previsto en el artículo 22 
del Reglamento (UE) 2016/679. 

3. Cuando los datos personales no hubieran sido obtenidos del afectado, el responsable 
podrá dar cumplimiento al deber de información establecido en el artículo 14 del 
Reglamento (UE) 2016/679 facilitando a aquel la información básica señalada en el 
apartado anterior, indicándole una dirección electrónica u otro medio que permita 
acceder de forma sencilla e inmediata a la restante información. 
En estos supuestos, la información básica incluirá también: 

d) Las categorías de datos objeto de tratamiento. 
e) Las fuentes de las que procedieran los datos. 

 
4.2.2. EJERCICIO DE LOS DERECHOS 
Artículo 12. Disposiciones generales sobre ejercicio de los derechos 
1. Los derechos reconocidos en los artículos 15 a 22 del Reglamento (UE) 2016/679, podrán 

ejercerse directamente o por medio de representante legal o voluntario. 
2. El responsable del tratamiento estará obligado a informar al afectado sobre los medios a 

su disposición para ejercer los derechos que le corresponden. Los medios deberán ser 
fácilmente accesibles para el afectado. El ejercicio del derecho no podrá ser denegado por 
el solo motivo de optar el afectado por otro medio. 

3. El encargado podrá tramitar, por cuenta del responsable, las solicitudes de ejercicio 
formuladas por los afectados de sus derechos si así se estableciere en el contrato o acto 
jurídico que les vincule. 

4. La prueba del cumplimiento del deber de responder a la solicitud de ejercicio de sus 
derechos formulado por el afectado recaerá sobre el responsable. 

5. Cuando las leyes aplicables a determinados tratamientos establezcan un régimen especial 
que afecte al ejercicio de los derechos previstos en el Capítulo III del Reglamento (UE) 
2016/679, se estará a lo dispuesto en aquellas. 

6. En cualquier caso, los titulares de la patria potestad podrán ejercitar en nombre y 
representación de los menores de catorce años los derechos de acceso, rectificación, 
cancelación, oposición o cualesquiera otros que pudieran corresponderles en el contexto 
de la presente ley orgánica. 
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7. Serán gratuitas las actuaciones llevadas a cabo por el responsable del tratamiento para 
atender las solicitudes de ejercicio de estos derechos, sin perjuicio de lo dispuesto en los 
artículos 12.5 y 15.3 del Reglamento (UE) 2016/679 y en los apartados 3 y 4 del artículo 13 
de esta ley orgánica. 

Artículo 13. Derecho de acceso 
1. El derecho de acceso del afectado se ejercitará de acuerdo con lo establecido en el 

artículo 15 del Reglamento (UE) 2016/679. 
Cuando el responsable trate una gran cantidad de datos relativos al afectado y este 
ejercite su derecho de acceso sin especificar si se refiere a todos o a una parte de los 
datos, el responsable podrá solicitarle, antes de facilitar la información, que el afectado 
especifique los datos o actividades de tratamiento a los que se refiere la solicitud. 

2. El derecho de acceso se entenderá otorgado si el responsable del tratamiento facilitara al 
afectado un sistema de acceso remoto, directo y seguro a los datos personales que 
garantice, de modo permanente, el acceso a su totalidad. A tales efectos, la comunicación 
por el responsable al afectado del modo en que este podrá acceder a dicho sistema 
bastará para tener por atendida la solicitud de ejercicio del derecho. 
No obstante, el interesado podrá solicitar del responsable la información referida a los 
extremos previstos en el artículo 15.1 del Reglamento (UE) 2016/679 que no se incluyese 
en el sistema de acceso remoto. 

3. A los efectos establecidos en el artículo 12.5 del Reglamento (UE) 2016/679 se podrá 
considerar repetitivo el ejercicio del derecho de acceso en más de una ocasión durante el 
plazo de seis meses, a menos que exista causa legítima para ello. 

4. Cuando el afectado elija un medio distinto al que se le ofrece que suponga un coste 
desproporcionado, la solicitud será considerada excesiva, por lo que dicho afectado 
asumirá el exceso de costes que su elección comporte. En este caso, solo será exigible al 
responsable del tratamiento la satisfacción del derecho de acceso sin dilaciones 
indebidas. 

Artículo 14. Derecho de rectificación 
Al ejercer el derecho de rectificación reconocido en el artículo 16 del Reglamento (UE) 
2016/679, el afectado deberá indicar en su solicitud a qué datos se refiere y la corrección que 
haya de realizarse. Deberá acompañar, cuando sea preciso, la documentación justificativa de la 
inexactitud o carácter incompleto de los datos objeto de tratamiento. 
Artículo 15. Derecho de supresión 
1. El derecho de supresión se ejercerá de acuerdo con lo establecido en el artículo 17 del 

Reglamento (UE) 2016/679. 
2. Cuando la supresión derive del ejercicio del derecho de oposición con arreglo al artículo 

21.2 del Reglamento (UE) 2016/679, el responsable podrá conservar los datos 
identificativos del afectado necesarios con el fin de impedir tratamientos futuros para 
fines de mercadotecnia directa. 

Artículo 16. Derecho a la limitación del tratamiento 
1. El derecho a la limitación del tratamiento se ejercerá de acuerdo con lo establecido en el 

artículo 18 del Reglamento (UE) 2016/679. 
2. El hecho de que el tratamiento de los datos personales esté limitado debe constar 

claramente en los sistemas de información del responsable. 
Artículo 17. Derecho a la portabilidad 
El derecho a la portabilidad se ejercerá de acuerdo con lo establecido en el artículo 20 del 
Reglamento (UE) 2016/679. 
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Artículo 18. Derecho de oposición 
El derecho de oposición, así como los derechos relacionados con las decisiones individuales 
automatizadas, incluida la realización de perfiles, se ejercerán de acuerdo con lo establecido, 
respectivamente, en los artículos 21 y 22 del Reglamento (UE) 2016/679. 

 

5. RESPONSABLE DEL TRATAMIENTO Y ENCARGADO DEL TRATAMIENTO, DELEGADO 

 
5.1. REGLAMENTO (UE) 2016/679 
5.1.1.  OBLIGACIONES GENERALES 
Artículo 24. Responsabilidad del responsable del tratamiento 
1. Teniendo en cuenta la naturaleza, el ámbito, el contexto y los fines del tratamiento así 

como los riesgos de diversa probabilidad y gravedad para los derechos y libertades de las 
personas físicas, el responsable del tratamiento aplicará medidas técnicas y organizativas 
apropiadas a fin de garantizar y poder demostrar que el tratamiento es conforme con el 
presente Reglamento. Dichas medidas se revisarán y actualizarán cuando sea necesario. 

2. Cuando sean proporcionadas en relación con las actividades de tratamiento, entre las 
medidas mencionadas en el apartado 1 se incluirá la aplicación, por parte del responsable 
del tratamiento, de las oportunas políticas de protección de datos. 

3. La adhesión a códigos de conducta aprobados a tenor del artículo 40 o a un mecanismo 
de certificación aprobado a tenor del artículo 42 podrán ser utilizados como elementos 
para demostrar el cumplimiento de las obligaciones por parte del responsable del 
tratamiento. 

Artículo 25. Protección de datos desde el diseño y por defecto 
1. Teniendo en cuenta el estado de la técnica, el coste de la aplicación y la naturaleza, 

ámbito, contexto y fines del tratamiento, así como los riesgos de diversa probabilidad y 
gravedad que entraña el tratamiento para los derechos y libertades de las personas 
físicas, el responsable del tratamiento aplicará, tanto en el momento de determinar los 
medios de tratamiento como en el momento del propio tratamiento, medidas técnicas y 
organizativas apropiadas, como la seudonimización, concebidas para aplicar de forma 
efectiva los principios de protección de datos, como la minimización de datos, e integrar 
las garantías necesarias en el tratamiento, a fin de cumplir los requisitos del presente 
Reglamento y proteger los derechos de los interesados. 

2. El responsable del tratamiento aplicará las medidas técnicas y organizativas apropiadas 
con miras a garantizar que, por defecto, solo sean objeto de tratamiento los datos 
personales que sean necesarios para cada uno de los fines específicos del tratamiento. 
Esta obligación se aplicará a la cantidad de datos personales recogidos, a la extensión de 
su tratamiento, a su plazo de conservación y a su accesibilidad. Tales medidas 
garantizarán en particular que, por defecto, los datos personales no sean accesibles, sin la 
intervención de la persona, a un número indeterminado de personas físicas. 

3. Podrá utilizarse un mecanismo de certificación aprobado con arreglo al artículo 42 como 
elemento que acredite el cumplimiento de las obligaciones establecidas en los apartados 
1 y 2 del presente artículo. 

Artículo 26. Corresponsables del tratamiento 
1. Cuando dos o más responsables determinen conjuntamente los objetivos y los medios del 

tratamiento serán considerados corresponsables del tratamiento. Los corresponsables 
determinarán de modo transparente y de mutuo acuerdo sus responsabilidades 
respectivas en el cumplimiento de las obligaciones impuestas por el presente Reglamento, 
en particular en cuanto al ejercicio de los derechos del interesado y a sus respectivas 
obligaciones de suministro de información a que se refieren los artículos 13 y 14, salvo, y 
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en la medida en que, sus responsabilidades respectivas se rijan por el Derecho de la Unión 
o de los Estados miembros que se les aplique a ellos. Dicho acuerdo podrá designar un 
punto de contacto para los interesados. 

2. El acuerdo indicado en el apartado 1 reflejará debidamente las funciones y relaciones 
respectivas de los corresponsables en relación con los interesados. Se pondrán a 
disposición del interesado los aspectos esenciales del acuerdo. 

3. Independientemente de los términos del acuerdo a que se refiere el apartado 1, los 
interesados podrán ejercer los derechos que les reconoce el presente Reglamento frente 
a, y en contra de, cada uno de los responsables. 

Artículo 27. Representantes de responsables o encargados del tratamiento no establecidos 
en la Unión 
1. Cuando sea de aplicación el artículo 3, apartado 2, el responsable o el encargado del 

tratamiento designará por escrito un representante en la Unión. 
2. La obligación establecida en el apartado 1 del presente artículo no será aplicable: 

a) Al tratamiento que sea ocasional, que no incluyan el manejo a gran escala de 
categorías especiales de datos indicadas en el artículo 9, apartado 1, o de datos 
personales relativos a condenas e infracciones penales a que se refiere el artículo 10, 
y que sea improbable que entrañe un riesgo para los derechos y libertades de las 
personas físicas, teniendo en cuenta la naturaleza, contexto, alcance y objetivos del 
tratamiento, o 

b) A las autoridades u organismos públicos. 
3. El representante estará establecido en uno de los Estados miembros en que estén los 

interesados cuyos datos personales se traten en el contexto de una oferta de bienes o 
servicios, o cuyo comportamiento esté siendo controlado. 

4. El responsable o el encargado del tratamiento encomendará al representante que 
atienda, junto al responsable o al encargado, o en su lugar, a las consultas, en particular, 
de las autoridades de control y de los interesados, sobre todos los asuntos relativos al 
tratamiento, a fin de garantizar el cumplimiento de lo dispuesto en el presente 
Reglamento. 

5. La designación de un representante por el responsable o el encargado del tratamiento se 
entenderá sin perjuicio de las acciones que pudieran emprenderse contra el propio 
responsable o encargado. 

Artículo 28. Encargado del tratamiento 
1. Cuando se vaya a realizar un tratamiento por cuenta de un responsable del tratamiento, 

este elegirá únicamente un encargado que ofrezca garantías suficientes para aplicar 
medidas técnicas y organizativas apropiados, de manera que el tratamiento sea conforme 
con los requisitos del presente Reglamento y garantice la protección de los derechos del 
interesado. 

2. El encargado del tratamiento no recurrirá a otro encargado sin la autorización previa por 
escrito, específica o general, del responsable. En este último caso, el encargado informará 
al responsable de cualquier cambio previsto en la incorporación o sustitución de otros 
encargados, dando así al responsable la oportunidad de oponerse a dichos cambios. 

3. El tratamiento por el encargado se regirá por un contrato u otro acto jurídico con arreglo 
al Derecho de la Unión o de los Estados miembros, que vincule al encargado respecto del 
responsable y establezca el objeto, la duración, la naturaleza y la finalidad del 
tratamiento, el tipo de datos personales y categorías de interesados, y las obligaciones y 
derechos del responsable. Dicho contrato o acto jurídico estipulará, en particular, que el 
encargado: 

a) Tratará los datos personales únicamente siguiendo instrucciones documentadas del 
responsable, inclusive con respecto a las transferencias de datos personales a un 
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tercer país o una organización internacional, salvo que esté obligado a ello en virtud 
del Derecho de la Unión o de los Estados miembros que se aplique al encargado; en 
tal caso, el encargado informará al responsable de esa exigencia legal previa al 
tratamiento, salvo que tal Derecho lo prohíba por razones importantes de interés 
público; 

b) Garantizará que las personas autorizadas para tratar datos personales se hayan 
comprometido a respetar la confidencialidad o estén sujetas a una obligación de 
confidencialidad de naturaleza estatutaria; 

c) Tomará todas las medidas necesarias de conformidad con el artículo 32; 
d) Respetará las condiciones indicadas en los apartados 2 y 4 para recurrir a otro 

encargado del tratamiento; 
e) Asistirá al responsable, teniendo cuenta la naturaleza del tratamiento, a través de 

medidas técnicas y organizativas apropiadas, siempre que sea posible, para que este 
pueda cumplir con su obligación de responder a las solicitudes que tengan por objeto 
el ejercicio de los derechos de los interesados establecidos en el capítulo III; 

f) Ayudará al responsable a garantizar el cumplimiento de las obligaciones establecidas 
en los artículos 32 a 36, teniendo en cuenta la naturaleza del tratamiento y la 
información a disposición del encargado; 

g) A elección del responsable, suprimirá o devolverá todos los datos personales una vez 
finalice la prestación de los servicios de tratamiento, y suprimirá las copias existentes 
a menos que se requiera la conservación de los datos personales en virtud del 
Derecho de la Unión o de los Estados miembros; 

h) Pondrá a disposición del responsable toda la información necesaria para demostrar el 
cumplimiento de las obligaciones establecidas en el presente artículo, así como para 
permitir y contribuir a la realización de auditorías, incluidas inspecciones, por parte 
del responsable o de otro auditor autorizado por dicho responsable. 

En relación con lo dispuesto en la letra h) del párrafo primero, el encargado informará 
inmediatamente al responsable si, en su opinión, una instrucción infringe el presente 
Reglamento u otras disposiciones en materia de protección de datos de la Unión o de los 
Estados miembros. 

4. Cuando un encargado del tratamiento recurra a otro encargado para llevar a cabo 
determinadas actividades de tratamiento por cuenta del responsable, se impondrán a 
este otro encargado, mediante contrato u otro acto jurídico establecido con arreglo al 
Derecho de la Unión o de los Estados miembros, las mismas obligaciones de protección de 
datos que las estipuladas en el contrato u otro acto jurídico entre el responsable y el 
encargado a que se refiere el apartado 3, en particular la prestación de garantías 
suficientes de aplicación de medidas técnicas y organizativas apropiadas de manera que el 
tratamiento sea conforme con las disposiciones del presente Reglamento. Si ese otro 
encargado incumple sus obligaciones de protección de datos, el encargado inicial seguirá 
siendo plenamente responsable ante el responsable del tratamiento por lo que respecta 
al cumplimiento de las obligaciones del otro encargado. 

5. La adhesión del encargado del tratamiento a un código de conducta aprobado a tenor del 
artículo 40 o a un mecanismo de certificación aprobado a tenor del artículo 42 podrá 
utilizarse como elemento para demostrar la existencia de las garantías suficientes a que 
se refieren los apartados 1 y 4 del presente artículo. 

6. Sin perjuicio de que el responsable y el encargado del tratamiento celebren un contrato 
individual, el contrato u otro acto jurídico a que se refieren los apartados 3 y 4 del 
presente artículo podrá basarse, total o parcialmente, en las cláusulas contractuales tipo a 
que se refieren los apartados 7 y 8 del presente artículo, inclusive cuando formen parte 
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de una certificación concedida al responsable o encargado de conformidad con los 
artículos 42 y 43. 

7. La Comisión podrá fijar cláusulas contractuales tipo para los asuntos a que se refieren los 
apartados 3 y 4 del presente artículo, de acuerdo con el procedimiento de examen a que 
se refiere el artículo 93, apartado 2. 

8. Una autoridad de control podrá adoptar cláusulas contractuales tipo para los asuntos a 
que se refieren los apartados 3 y 4 del presente artículo, de acuerdo con el mecanismo de 
coherencia a que se refiere el artículo 63. 

9. El contrato u otro acto jurídico a que se refieren los apartados 3 y 4 constará por escrito, 
inclusive en formato electrónico. 

10. Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 82, 83 y 84, si un encargado del tratamiento 
infringe el presente Reglamento al determinar los fines y medios del tratamiento, será 
considerado responsable del tratamiento con respecto a dicho tratamiento. 

Artículo 29. Tratamiento bajo la autoridad del responsable o del encargado del tratamiento 
El encargado del tratamiento y cualquier persona que actúe bajo la autoridad del responsable 
o del encargado y tenga acceso a datos personales solo podrán tratar dichos datos siguiendo 
instrucciones del responsable, a no ser que estén obligados a ello en virtud del Derecho de la 
Unión o de los Estados miembros. 
Artículo 30 Registro de las actividades de tratamiento 
1. Cada responsable y, en su caso, su representante llevarán un registro de las actividades de 

tratamiento efectuadas bajo su responsabilidad. Dicho registro deberá contener toda la 
información indicada a continuación: 

a) El nombre y los datos de contacto del responsable y, en su caso, del corresponsable, 
del representante del responsable, y del delegado de protección de datos; 

b) Los fines del tratamiento; 
c) Una descripción de las categorías de interesados y de las categorías de datos 

personales; 
d) Las categorías de destinatarios a quienes se comunicaron o comunicarán los datos 

personales, incluidos los destinatarios en terceros países u organizaciones 
internacionales; 

e) En su caso, las transferencias de datos personales a un tercer país o una organización 
internacional, incluida la identificación de dicho tercer país u organización 
internacional y, en el caso de las transferencias indicadas en el artículo 49, apartado 
1, párrafo segundo, la documentación de garantías adecuadas; 

f) Cuando sea posible, los plazos previstos para la supresión de las diferentes categorías 
de datos; 

g) Cuando sea posible, una descripción general de las medidas técnicas y organizativas 
de seguridad a que se refiere el artículo 32, apartado 1. 

2. Cada encargado y, en su caso, el representante del encargado, llevará un registro de todas 
las categorías de actividades de tratamiento efectuadas por cuenta de un responsable que 
contenga: 

a) El nombre y los datos de contacto del encargado o encargados y de cada responsable 
por cuenta del cual actúe el encargado, y, en su caso, del representante del 
responsable o del encargado, y del delegado de protección de datos; 

b) Las categorías de tratamientos efectuados por cuenta de cada responsable; 
c) En su caso, las transferencias de datos personales a un tercer país u organización 

internacional, incluida la identificación de dicho tercer país u organización 
internacional y, en el caso de las transferencias indicadas en el artículo 49, apartado 
1, párrafo segundo, la documentación de garantías adecuadas; 
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d) Cuando sea posible, una descripción general de las medidas técnicas y organizativas 
de seguridad a que se refiere el artículo 30, apartado 1. 

3. Los registros a que se refieren los apartados 1 y 2 constarán por escrito, inclusive en 
formato electrónico. 

4. El responsable o el encargado del tratamiento y, en su caso, el representante del 
responsable o del encargado pondrán el registro a disposición de la autoridad de control 
que lo solicite. 

5. Las obligaciones indicadas en los apartados 1 y 2 no se aplicarán a ninguna empresa ni 
organización que emplee a menos de 250 personas, a menos que el tratamiento que 
realice pueda entrañar un riesgo para los derechos y libertades de los interesados, no sea 
ocasional, o incluya categorías especiales de datos personales indicadas en el artículo 9, 
apartado 1, o datos personales relativos a condenas e infracciones penales a que se 
refiere el artículo 10. 

Artículo 31. Cooperación con la autoridad de control 
El responsable y el encargado del tratamiento y, en su caso, sus representantes cooperarán 
con la autoridad de control que lo solicite en el desempeño de sus funciones. 

 
5.1.2. SEGURIDAD DE LOS DATOS PERSONALES 
Artículo 32. Seguridad del tratamiento 
1. Teniendo en cuenta el estado de la técnica, los costes de aplicación, y la naturaleza, el 

alcance, el contexto y los fines del tratamiento, así como riesgos de probabilidad y 
gravedad variables para los derechos y libertades de las personas físicas, el responsable y 
el encargado del tratamiento aplicarán medidas técnicas y organizativas apropiadas para 
garantizar un nivel de seguridad adecuado al riesgo, que en su caso incluya, entre otros: 

a) La seudonimización y el cifrado de datos personales; 
b) La capacidad de garantizar la confidencialidad, integridad, disponibilidad y resiliencia 

permanentes de los sistemas y servicios de tratamiento; 
c) La capacidad de restaurar la disponibilidad y el acceso a los datos personales de 

forma rápida en caso de incidente físico o técnico; 
d) Un proceso de verificación, evaluación y valoración regulares de la eficacia de las 

medidas técnicas y organizativas para garantizar la seguridad del tratamiento. 
2. Al evaluar la adecuación del nivel de seguridad se tendrán particularmente en cuenta los 

riesgos que presente el tratamiento de datos, en particular como consecuencia de la 
destrucción, pérdida o alteración accidental o ilícita de datos personales transmitidos, 
conservados o tratados de otra forma, o la comunicación o acceso no autorizados a dichos 
datos. 

3. La adhesión a un código de conducta aprobado a tenor del artículo 40 o a un mecanismo 
de certificación aprobado a tenor del artículo 42 podrá servir de elemento para demostrar 
el cumplimiento de los requisitos establecidos en el apartado 1 del presente artículo. 

4. El responsable y el encargado del tratamiento tomarán medidas para garantizar que 
cualquier persona que actúe bajo la autoridad del responsable o del encargado y tenga 
acceso a datos personales solo pueda tratar dichos datos siguiendo instrucciones del 
responsable, salvo que esté obligada a ello en virtud del Derecho de la Unión o de los 
Estados miembros. 

Artículo 33. Notificación de una violación de la seguridad de los datos personales a la 
autoridad de control 
1. En caso de violación de la seguridad de los datos personales, el responsable del 

tratamiento la notificará a la autoridad de control competente de conformidad con el 
artículo 55 sin dilación indebida y, de ser posible, a más tardar 72 horas después de que 
haya tenido constancia de ella, a menos que sea improbable que dicha violación de la 
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seguridad constituya un riesgo para los derechos y las libertades de las personas físicas. Si 
la notificación a la autoridad de control no tiene lugar en el plazo de 72 horas, deberá ir 
acompañada de indicación de los motivos de la dilación. 

2. El encargado del tratamiento notificará sin dilación indebida al responsable del 
tratamiento las violaciones de la seguridad de los datos personales de las que tenga 
conocimiento. 

3. La notificación contemplada en el apartado 1 deberá, como mínimo: 
a) Describir la naturaleza de la violación de la seguridad de los datos personales, 

inclusive, cuando sea posible, las categorías y el número aproximado de interesados 
afectados, y las categorías y el número aproximado de registros de datos personales 
afectados; 

b) Comunicar el nombre y los datos de contacto del delegado de protección de datos o 
de otro punto de contacto en el que pueda obtenerse más información; 

c) Describir las posibles consecuencias de la violación de la seguridad de los datos 
personales; 

d) Describir las medidas adoptadas o propuestas por el responsable del tratamiento 
para poner remedio a la violación de la seguridad de los datos personales, 
incluyendo, si procede, las medidas adoptadas para mitigar los posibles efectos 
negativos. 

4. Si no fuera posible facilitar la información simultáneamente, y en la medida en que no lo 
sea, la información se facilitará de manera gradual sin dilación indebida. 

5. El responsable del tratamiento documentará cualquier violación de la seguridad de los 
datos personales, incluidos los hechos relacionados con ella, sus efectos y las medidas 
correctivas adoptadas. Dicha documentación permitirá a la autoridad de control verificar 
el cumplimiento de lo dispuesto en el presente artículo. 

Artículo 34. Comunicación de una violación de la seguridad de los datos personales al 
interesado 
1. Cuando sea probable que la violación de la seguridad de los datos personales entrañe un 

alto riesgo para los derechos y libertades de las personas físicas, el responsable del 
tratamiento la comunicará al interesado sin dilación indebida. 

2. La comunicación al interesado contemplada en el apartado 1 del presente artículo 
describirá en un lenguaje claro y sencillo la naturaleza de la violación de la seguridad de 
los datos personales y contendrá como mínimo la información y las medidas a que se 
refiere el artículo 33, apartado 3, letras b), c) y d). 

3. La comunicación al interesado a que se refiere el apartado 1 no será necesaria si se 
cumple alguna de las condiciones siguientes: 

a) El responsable del tratamiento ha adoptado medidas de protección técnicas y 
organizativas apropiadas y estas medidas se han aplicado a los datos personales 
afectados por la violación de la seguridad de los datos personales, en particular 
aquellas que hagan ininteligibles los datos personales para cualquier persona que no 
esté autorizada a acceder a ellos, como el cifrado; 

b) El responsable del tratamiento ha tomado medidas ulteriores que garanticen que ya 
no exista la probabilidad de que se concretice el alto riesgo para los derechos y 
libertades del interesado a que se refiere el apartado 1; 

c) Suponga un esfuerzo desproporcionado. En este caso, se optará en su lugar por una 
comunicación pública o una medida semejante por la que se informe de manera 
igualmente efectiva a los interesados. 

4. Cuando el responsable todavía no haya comunicado al interesado la violación de la 
seguridad de los datos personales, la autoridad de control, una vez considerada la 
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probabilidad de que tal violación entrañe un alto riesgo, podrá exigirle que lo haga o 
podrá decidir que se cumple alguna de las condiciones mencionadas en el apartado 3. 

 
5.1.3. EVALUACIÓN DE IMPACTO RELATIVA A LA PROTECCIÓN DE DATOS Y CONSULTA 

PREVIA 
Artículo 35. Evaluación de impacto relativa a la protección de datos 
1. Cuando sea probable que un tipo de tratamiento, en particular si utiliza nuevas 

tecnologías, por su naturaleza, alcance, contexto o fines, entrañe un alto riesgo para los 
derechos y libertades de las personas físicas, el responsable del tratamiento realizará, 
antes del tratamiento, una evaluación del impacto de las operaciones de tratamiento en 
la protección de datos personales. Una única evaluación podrá abordar una serie de 
operaciones de tratamiento similares que entrañen altos riesgos similares. 

2. El responsable del tratamiento recabará el asesoramiento del delegado de protección de 
datos, si ha sido nombrado, al realizar la evaluación de impacto relativa a la protección de 
datos. 

3. La evaluación de impacto relativa a la protección de los datos a que se refiere el apartado 
1 se requerirá en particular en caso de: 

a) Evaluación sistemática y exhaustiva de aspectos personales de personas físicas que 
se base en un tratamiento automatizado, como la elaboración de perfiles, y sobre 
cuya base se tomen decisiones que produzcan efectos jurídicos para las personas 
físicas o que les afecten significativamente de modo similar; 

b) Tratamiento a gran escala de las categorías especiales de datos a que se refiere el 
artículo 9, apartado 1, o de los datos personales relativos a condenas e infracciones 
penales a que se refiere el artículo 10, o 

c) Observación sistemática a gran escala de una zona de acceso público. 
4. La autoridad de control establecerá y publicará una lista de los tipos de operaciones de 

tratamiento que requieran una evaluación de impacto relativa a la protección de datos de 
conformidad con el apartado 1. La autoridad de control comunicará esas listas al Comité a 
que se refiere el artículo 68. 

5. La autoridad de control podrá asimismo establecer y publicar la lista de los tipos de 
tratamiento que no requieren evaluaciones de impacto relativas a la protección de datos. 
La autoridad de control comunicará esas listas al Comité. 

6. Antes de adoptar las listas a que se refieren los apartados 4 y 5, la autoridad de control 
competente aplicará el mecanismo de coherencia contemplado en el artículo 63 si esas 
listas incluyen actividades de tratamiento que guarden relación con la oferta de bienes o 
servicios a interesados o con la observación del comportamiento de estos en varios 
Estados miembros, o actividades de tratamiento que puedan afectar sustancialmente a la 
libre circulación de datos personales en la Unión. 

7. La evaluación deberá incluir como mínimo: 
a) Una descripción sistemática de las operaciones de tratamiento previstas y de los 

fines del tratamiento, inclusive, cuando proceda, el interés legítimo perseguido por el 
responsable del tratamiento; 

b) Una evaluación de la necesidad y la proporcionalidad de las operaciones de 
tratamiento con respecto a su finalidad; 

c) Una evaluación de los riesgos para los derechos y libertades de los interesados a que 
se refiere el apartado 1, y 

d) Las medidas previstas para afrontar los riesgos, incluidas garantías, medidas de 
seguridad y mecanismos que garanticen la protección de datos personales, y a 
demostrar la conformidad con el presente reglamento, teniendo en cuenta los 
derechos e intereses legítimos de los interesados y de otras personas afectadas. 
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8. El cumplimiento de los códigos de conducta aprobados a que se refiere el artículo 40 por 
los responsables o encargados correspondientes se tendrá debidamente en cuenta al 
evaluar las repercusiones de las operaciones de tratamiento realizadas por dichos 
responsables o encargados, en particular a efectos de la evaluación de impacto relativa a 
la protección de datos. 

9. Cuando proceda, el responsable recabará la opinión de los interesados o de sus 
representantes en relación con el tratamiento previsto, sin perjuicio de la protección de 
intereses públicos o comerciales o de la seguridad de las operaciones de tratamiento. 

10. Cuando el tratamiento de conformidad con el artículo 6, apartado 1, letras c) o e), tenga 
su base jurídica en el Derecho de la Unión o en el Derecho del Estado miembro que se 
aplique al responsable del tratamiento, tal Derecho regule la operación específica de 
tratamiento o conjunto de operaciones en cuestión, y ya se haya realizado una evaluación 
de impacto relativa a la protección de datos como parte de una evaluación de impacto 
general en el contexto de la adopción de dicha base jurídica, los apartados 1 a 7 no serán 
de aplicación excepto si los Estados miembros consideran necesario proceder a dicha 
evaluación previa a las actividades de tratamiento. 

11. En caso necesario, el responsable examinará si el tratamiento es conforme con la 
evaluación de impacto relativa a la protección de datos, al menos cuando exista un 
cambio del riesgo que representen las operaciones de tratamiento. 

Artículo 36. Consulta previa 
1. El responsable consultará a la autoridad de control antes de proceder al tratamiento 

cuando una evaluación de impacto relativa a la protección de los datos en virtud del 
artículo 35 muestre que el tratamiento entrañaría un alto riesgo si el responsable no toma 
medidas para para mitigarlo. 

2. Cuando la autoridad de control considere que el tratamiento previsto a que se refiere el 
apartado 1 podría infringir el presente Reglamento, en particular cuando el responsable 
no haya identificado o mitigado suficientemente el riesgo, la autoridad de control deberá, 
en un plazo de ocho semanas desde la solicitud de la consulta, asesorar por escrito al 
responsable, y en su caso al encargado, y podrá utilizar cualquiera de sus poderes 
mencionados en el artículo 58. Dicho plazo podrá prorrogarse seis semanas, en función de 
la complejidad del tratamiento previsto. La autoridad de control informará al responsable 
y, en su caso, al encargado de tal prórroga en el plazo de un mes a partir de la recepción 
de la solicitud de consulta, indicando los motivos de la dilación. Estos plazos podrán 
suspenderse hasta que la autoridad de control haya obtenido la información solicitada a 
los fines de la consulta. 

3. Cuando consulte a la autoridad de control con arreglo al apartado 1, el responsable del 
tratamiento le facilitará la información siguiente: 

a) En su caso, las responsabilidades respectivas del responsable, los corresponsables y 
los encargados implicados en el tratamiento, en particular en caso de tratamiento 
dentro de un grupo empresarial; 

b) Los fines y medios del tratamiento previsto; 
c) Las medidas y garantías establecidas para proteger los derechos y libertades de los 

interesados de conformidad con el presente reglamento; 
d) En su caso, los datos de contacto del delegado de protección de datos; 
e) La evaluación de impacto relativa a la protección de datos establecida en el artículo 

35, y 
f) Cualquier otra información que solicite la autoridad de control. 

4. Los Estados miembros garantizarán que se consulte a la autoridad de control durante la 
elaboración de toda propuesta de medida legislativa que haya de adoptar un Parlamento 
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nacional, o de una medida reglamentaria basada en dicha medida legislativa, que se 
refiera al tratamiento. 

5. No obstante lo dispuesto en el apartado 1, el Derecho de los Estados miembros podrá 
obligar a los responsables del tratamiento a consultar a la autoridad de control y a recabar 
su autorización previa en relación con el tratamiento por un responsable en el ejercicio de 
una misión realizada en interés público, en particular el tratamiento en relación con la 
protección social y la salud pública. 

 
5.1.4. DELEGADO DE PROTECCIÓN DE DATOS 
Artículo 37. Designación del delegado de protección de datos 
1. El responsable y el encargado del tratamiento designarán un delegado de protección de 

datos siempre que: 
a) El tratamiento lo lleve a cabo una autoridad u organismo público, excepto los 

tribunales que actúen en ejercicio de su función judicial; 
b) Las actividades principales del responsable o del encargado consistan en operaciones 

de tratamiento que, en razón de su naturaleza, alcance y/o fines, requieran una 
observación habitual y sistemática de interesados a gran escala, o 

c) Las actividades principales del responsable o del encargado consistan en el 
tratamiento a gran escala de categorías especiales de datos con arreglo al artículo 9 o 
de datos personales relativos a condenas e infracciones penales a que se refiere el 
artículo 10. 

2. Un grupo empresarial podrá nombrar un único delegado de protección de datos siempre 
que sea fácilmente accesible desde cada establecimiento. 

3. Cuando el responsable o el encargado del tratamiento sea una autoridad u organismo 
público, se podrá designar un único delegado de protección de datos para varias de estas 
autoridades u organismos, teniendo en cuenta su estructura organizativa y tamaño. 

4. En casos distintos de los contemplados en el apartado 1, el responsable o el encargado del 
tratamiento o las asociaciones y otros organismos que representen a categorías de 
responsables o encargados podrán designar un delegado de protección de datos o 
deberán designarlo si así lo exige el Derecho de la Unión o de los Estados miembros. El 
delegado de protección de datos podrá actuar por cuenta de estas asociaciones y otros 
organismos que representen a responsables o encargados. 

5. El delegado de protección de datos será designado atendiendo a sus cualidades 
profesionales y, en particular, a sus conocimientos especializados del Derecho y la 
práctica en materia de protección de datos y a su capacidad para desempeñar las 
funciones indicadas en el artículo 39. 

6. El delegado de protección de datos podrá formar parte de la plantilla del responsable o 
del encargado del tratamiento o desempeñar sus funciones en el marco de un contrato de 
servicios. 

7. El responsable o el encargado del tratamiento publicarán los datos de contacto del 
delegado de protección de datos y los comunicarán a la autoridad de control. 

Artículo 38. Posición del delegado de protección de datos 
1. El responsable y el encargado del tratamiento garantizarán que el delegado de protección 

de datos participe de forma adecuada y en tiempo oportuno en todas las cuestiones 
relativas a la protección de datos personales. 

2. El responsable y el encargado del tratamiento respaldarán al delegado de protección de 
datos en el desempeño de las funciones mencionadas en el artículo 39, facilitando los 
recursos necesarios para el desempeño de dichas funciones y el acceso a los datos 
personales y a las operaciones de tratamiento, y para el mantenimiento de sus 
conocimientos especializados. 
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3. El responsable y el encargado del tratamiento garantizarán que el delegado de protección 
de datos no reciba ninguna instrucción en lo que respecta al desempeño de dichas 
funciones. No será destituido ni sancionado por el responsable o el encargado por 
desempeñar sus funciones. El delegado de protección de datos rendirá cuentas 
directamente al más alto nivel jerárquico del responsable o encargado. 

4. Los interesados podrán ponerse en contacto con el delegado de protección de datos por 
lo que respecta a todas las cuestiones relativas al tratamiento de sus datos personales y al 
ejercicio de sus derechos al amparo del presente Reglamento. 

5. El delegado de protección de datos estará obligado a mantener el secreto o la 
confidencialidad en lo que respecta al desempeño de sus funciones, de conformidad con 
el Derecho de la Unión o de los Estados miembros. 

6. El delegado de protección de datos podrá desempeñar otras funciones y cometidos. El 
responsable o encargado del tratamiento garantizará que dichas funciones y cometidos 
no den lugar a conflicto de intereses. 

Artículo 39. Funciones del delegado de protección de datos 
1. El delegado de protección de datos tendrá como mínimo las siguientes funciones: 

a) Informar y asesorar al responsable o al encargado del tratamiento y a los empleados 
que se ocupen del tratamiento de las obligaciones que les incumben en virtud del 
presente Reglamento y de otras disposiciones de protección de datos de la Unión o 
de los Estados miembros; 

b) Supervisar el cumplimiento de lo dispuesto en el presente Reglamento, de otras 
disposiciones de protección de datos de la Unión o de los Estados miembros y de las 
políticas del responsable o del encargado del tratamiento en materia de protección 
de datos personales, incluida la asignación de responsabilidades, la concienciación y 
formación del personal que participa en las operaciones de tratamiento, y las 
auditorías correspondientes; 

c) Ofrecer el asesoramiento que se le solicite acerca de la evaluación de impacto 
relativa a la protección de datos y supervisar su aplicación de conformidad con el 
artículo 35; 

d) Cooperar con la autoridad de control; 
e) Actuar como punto de contacto de la autoridad de control para cuestiones relativas 

al tratamiento, incluida la consulta previa a que se refiere el artículo 36, y realizar 
consultas, en su caso, sobre cualquier otro asunto. 

2. El delegado de protección de datos desempeñará sus funciones prestando la debida 
atención a los riesgos asociados a las operaciones de tratamiento, teniendo en cuenta la 
naturaleza, el alcance, el contexto y fines del tratamiento. 

 
5.2. LEY ORGÁNICA 3/2018, DE 5 DE DICIEMBRE, DE PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES Y 

GARANTÍA DE LOS DERECHOS DIGITALES. 
5.2.1. MEDIDAS DE RESPONSABILIDAD ACTIVA 
Artículo 28. Obligaciones generales del responsable y encargado del tratamiento 
1. Los responsables y encargados, teniendo en cuenta los elementos enumerados en los 

artículos 24 y 25 del Reglamento (UE) 2016/679, determinarán las medidas técnicas y 
organizativas apropiadas que deben aplicar a fin de garantizar y acreditar que el 
tratamiento es conforme con el citado reglamento, con la presente ley orgánica, sus 
normas de desarrollo y la legislación sectorial aplicable. En particular valorarán si procede 
la realización de la evaluación de impacto en la protección de datos y la consulta previa a 
que se refiere la Sección 3 del Capítulo IV del citado reglamento. 
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2. Para la adopción de las medidas a que se refiere el apartado anterior los responsables y 
encargados del tratamiento tendrán en cuenta, en particular, los mayores riesgos que 
podrían producirse en los siguientes supuestos: 

a) Cuando el tratamiento pudiera generar situaciones de discriminación, usurpación de 
identidad o fraude, pérdidas financieras, daño para la reputación, pérdida de 
confidencialidad de datos sujetos al secreto profesional, reversión no autorizada de 
la seudonimización o cualquier otro perjuicio económico, moral o social significativo 
para los afectados. 

b) Cuando el tratamiento pudiese privar a los afectados de sus derechos y libertades o 
pudiera impedirles el ejercicio del control sobre sus datos personales. 

c) Cuando se produjese el tratamiento no meramente incidental o accesorio de las 
categorías especiales de datos a las que se refieren los artículos 9 y 10 del 
Reglamento (UE) 2016/679 y 9 y 10 de esta ley orgánica o de los datos relacionados 
con la comisión de infracciones administrativas. 

d) Cuando el tratamiento implicase una evaluación de aspectos personales de los 
afectados con el fin de crear o utilizar perfiles personales de los mismos, en particular 
mediante el análisis o la predicción de aspectos referidos a su rendimiento en el 
trabajo, su situación económica, su salud, sus preferencias o intereses personales, su 
fiabilidad o comportamiento, su solvencia financiera, su localización o sus 
movimientos. 

e) Cuando se lleve a cabo el tratamiento de datos de grupos de afectados en situación 
de especial vulnerabilidad y, en particular, de menores de edad y personas con 
discapacidad. 

f) Cuando se produzca un tratamiento masivo que implique a un gran número de 
afectados o conlleve la recogida de una gran cantidad de datos personales. 

g) Cuando los datos personales fuesen a ser objeto de transferencia, con carácter 
habitual, a terceros Estados u organizaciones internacionales respecto de los que no 
se hubiese declarado un nivel adecuado de protección. 

h) Cualesquiera otros que a juicio del responsable o del encargado pudieran tener 
relevancia y en particular aquellos previstos en códigos de conducta y estándares 
definidos por esquemas de certificación. 

 
Artículo 29. Supuestos de corresponsabilidad en el tratamiento 
La determinación de las responsabilidades a las que se refiere el artículo 26.1 del Reglamento 
(UE) 2016/679 se realizará atendiendo a las actividades que efectivamente desarrolle cada uno 
de los corresponsables del tratamiento. 
Artículo 30. Representantes de los responsables o encargados del tratamiento no 
establecidos en la Unión Europea 
1. En los supuestos en que el Reglamento (UE) 2016/679 sea aplicable a un responsable o 

encargado del tratamiento no establecido en la Unión Europea en virtud de lo dispuesto 
en su artículo 3.2 y el tratamiento se refiera a afectados que se hallen en España, la 
Agencia Española de Protección de Datos o, en su caso, las autoridades autonómicas de 
protección de datos podrán imponer al representante, solidariamente con el responsable 
o encargado del tratamiento, las medidas establecidas en el Reglamento (UE) 2016/679. 
Dicha exigencia se entenderá sin perjuicio de la responsabilidad que pudiera en su caso 
corresponder al responsable o al encargado del tratamiento y del ejercicio por el 
representante de la acción de repetición frente a quien proceda. 

2. Asimismo, en caso de exigencia de responsabilidad en los términos previstos en el artículo 
82 del Reglamento (UE) 2016/679, los responsables, encargados y representantes 
responderán solidariamente de los daños y perjuicios causados. 
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Artículo 31. Registro de las actividades de tratamiento 
1. Los responsables y encargados del tratamiento o, en su caso, sus representantes deberán 

mantener el registro de actividades de tratamiento al que se refiere el artículo 30 del 
Reglamento (UE) 2016/679, salvo que sea de aplicación la excepción prevista en su 
apartado 5. 
El registro, que podrá organizarse en torno a conjuntos estructurados de datos, deberá 
especificar, según sus finalidades, las actividades de tratamiento llevadas a cabo y las 
demás circunstancias establecidas en el citado reglamento. 
Cuando el responsable o el encargado del tratamiento hubieran designado un delegado 
de protección de datos deberán comunicarle cualquier adición, modificación o exclusión 
en el contenido del registro. 

2. Los sujetos enumerados en el artículo 77.1 de esta ley orgánica harán público un 
inventario de sus actividades de tratamiento accesible por medios electrónicos en el que 
constará la información establecida en el artículo 30 del Reglamento (UE) 2016/679 y su 
base legal. 

Artículo 32. Bloqueo de los datos 
1. El responsable del tratamiento estará obligado a bloquear los datos cuando proceda a su 

rectificación o supresión. 
2. El bloqueo de los datos consiste en la identificación y reserva de los mismos, adoptando 

medidas técnicas y organizativas, para impedir su tratamiento, incluyendo su 
visualización, excepto para la puesta a disposición de los datos a los jueces y tribunales, el 
Ministerio Fiscal o las Administraciones Públicas competentes, en particular de las 
autoridades de protección de datos, para la exigencia de posibles responsabilidades 
derivadas del tratamiento y solo por el plazo de prescripción de las mismas. 
Transcurrido ese plazo deberá procederse a la destrucción de los datos. 

3. Los datos bloqueados no podrán ser tratados para ninguna finalidad distinta de la 
señalada en el apartado anterior. 

4. Cuando para el cumplimiento de esta obligación, la configuración del sistema de 
información no permita el bloqueo o se requiera una adaptación que implique un 
esfuerzo desproporcionado, se procederá a un copiado seguro de la información de modo 
que conste evidencia digital, o de otra naturaleza, que permita acreditar la autenticidad 
de la misma, la fecha del bloqueo y la no manipulación de los datos durante el mismo. 

5. La Agencia Española de Protección de Datos y las autoridades autonómicas de protección 
de datos, dentro del ámbito de sus respectivas competencias, podrán fijar excepciones a 
la obligación de bloqueo establecida en este artículo, en los supuestos en que, atendida la 
naturaleza de los datos o el hecho de que se refieran a un número particularmente 
elevado de afectados, su mera conservación, incluso bloqueados, pudiera generar un 
riesgo elevado para los derechos de los afectados, así como en aquellos casos en los que 
la conservación de los datos bloqueados pudiera implicar un coste desproporcionado para 
el responsable del tratamiento. 

 
5.2.2. ENCARGADO DEL TRATAMIENTO 
Artículo 33. Encargado del tratamiento 
1. El acceso por parte de un encargado de tratamiento a los datos personales que resulten 

necesarios para la prestación de un servicio al responsable no se considerará 
comunicación de datos siempre que se cumpla lo establecido en el Reglamento (UE) 
2016/679, en la presente ley orgánica y en sus normas de desarrollo. 

2. Tendrá la consideración de responsable del tratamiento y no la de encargado quien en su 
propio nombre y sin que conste que actúa por cuenta de otro, establezca relaciones con 
los afectados aun cuando exista un contrato o acto jurídico con el contenido fijado en el 
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artículo 28.3 del Reglamento (UE) 2016/679. Esta previsión no será aplicable a los 
encargos de tratamiento efectuados en el marco de la legislación de contratación del 
sector público. 
Tendrá asimismo la consideración de responsable del tratamiento quien figurando como 
encargado utilizase los datos para sus propias finalidades. 

3. El responsable del tratamiento determinará si, cuando finalice la prestación de los 
servicios del encargado, los datos personales deben ser destruidos, devueltos al 
responsable o entregados, en su caso, a un nuevo encargado. 
No procederá la destrucción de los datos cuando exista una previsión legal que obligue a 
su conservación, en cuyo caso deberán ser devueltos al responsable, que garantizará su 
conservación mientras tal obligación persista. 

4. El encargado del tratamiento podrá conservar, debidamente bloqueados, los datos en 
tanto pudieran derivarse responsabilidades de su relación con el responsable del 
tratamiento. 

5. En el ámbito del sector público podrán atribuirse las competencias propias de un 
encargado del tratamiento a un determinado órgano de la Administración General del 
Estado, la Administración de las comunidades autónomas, las Entidades que integran la 
Administración Local o a los Organismos vinculados o dependientes de las mismas 
mediante la adopción de una norma reguladora de dichas competencias, que deberá 
incorporar el contenido exigido por el artículo 28.3 del Reglamento (UE) 2016/679. 

5.2.3. DELEGADO DE PROTECCIÓN DE DATOS 
Artículo 34. Designación de un delegado de protección de datos 
1. Los responsables y encargados del tratamiento deberán designar un delegado de 

protección de datos en los supuestos previstos en el artículo 37.1 del Reglamento (UE) 
2016/679 y, en todo caso, cuando se trate de las siguientes entidades: 

a. Los colegios profesionales y sus consejos generales. 
b. Los centros docentes que ofrezcan enseñanzas en cualquiera de los niveles 

establecidos en la legislación reguladora del derecho a la educación, así como las 
Universidades públicas y privadas. 

c. Las entidades que exploten redes y presten servicios de comunicaciones electrónicas 
conforme a lo dispuesto en su legislación específica, cuando traten habitual y 
sistemáticamente datos personales a gran escala. 

d. Los prestadores de servicios de la sociedad de la información cuando elaboren a gran 
escala perfiles de los usuarios del servicio. 

e. Las entidades incluidas en el artículo 1 de la Ley 10/2014, de 26 de junio, de 
ordenación, supervisión y solvencia de entidades de crédito. 

f. Los establecimientos financieros de crédito. 
g. Las entidades aseguradoras y reaseguradoras. 
h. Las empresas de servicios de inversión, reguladas por la legislación del Mercado de 

Valores. 
i. Los distribuidores y comercializadores de energía eléctrica y los distribuidores y 

comercializadores de gas natural. 
j. Las entidades responsables de ficheros comunes para la evaluación de la solvencia 

patrimonial y crédito o de los ficheros comunes para la gestión y prevención del 
fraude, incluyendo a los responsables de los ficheros regulados por la legislación de 
prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo. 

k. Las entidades que desarrollen actividades de publicidad y prospección comercial, 
incluyendo las de investigación comercial y de mercados, cuando lleven a cabo 
tratamientos basados en las preferencias de los afectados o realicen actividades que 
impliquen la elaboración de perfiles de los mismos. 



 

 

 

 

ADENDA AUXILIAR ADMINISTRATIVO ESTADO Ed JUNIO 2021 – Vol I 

 www.academiatamargo.com 
Página 52 

ACADEMIA TAMARGO S.L.U. 
 
FEBRERO 2023 

 

l. Los centros sanitarios legalmente obligados al mantenimiento de las historias clínicas 
de los pacientes. 
Se exceptúan los profesionales de la salud que, aun estando legalmente obligados al 
mantenimiento de las historias clínicas de los pacientes, ejerzan su actividad a título 
individual. 

m. Las entidades que tengan como uno de sus objetos la emisión de informes 
comerciales que puedan referirse a personas físicas. 

n. Los operadores que desarrollen la actividad de juego a través de canales electrónicos, 
informáticos, telemáticos e interactivos, conforme a la normativa de regulación del 
juego. 

ñ  Las empresas de seguridad privada. 
o. Las federaciones deportivas cuando traten datos de menores de edad. 

2. Los responsables o encargados del tratamiento no incluidos en el párrafo anterior podrán 
designar de manera voluntaria un delegado de protección de datos, que quedará 
sometido al régimen establecido en el Reglamento (UE) 2016/679 y en la presente ley 
orgánica. 

3. Los responsables y encargados del tratamiento comunicarán en el plazo de diez días a la 
Agencia Española de Protección de Datos o, en su caso, a las autoridades autonómicas de 
protección de datos, las designaciones, nombramientos y ceses de los delegados de 
protección de datos tanto en los supuestos en que se encuentren obligadas a su 
designación como en el caso en que sea voluntaria. 

4. La Agencia Española de Protección de Datos y las autoridades autonómicas de protección 
de datos mantendrán, en el ámbito de sus respectivas competencias, una lista actualizada 
de delegados de protección de datos que será accesible por medios electrónicos. 

5. En el cumplimiento de las obligaciones de este artículo los responsables y encargados del 
tratamiento podrán establecer la dedicación completa o a tiempo parcial del delegado, 
entre otros criterios, en función del volumen de los tratamientos, la categoría especial de 
los datos tratados o de los riesgos para los derechos o libertades de los interesados. 

Artículo 35. Cualificación del delegado de protección de datos 
El cumplimiento de los requisitos establecidos en el artículo 37.5 del Reglamento (UE) 
2016/679 para la designación del delegado de protección de datos, sea persona física o 
jurídica, podrá demostrarse, entre otros medios, a través de mecanismos voluntarios de 
certificación que tendrán particularmente en cuenta la obtención de una titulación 
universitaria que acredite conocimientos especializados en el derecho y la práctica en materia 
de protección de datos. 
Artículo 36. Posición del delegado de protección de datos 
1. El delegado de protección de datos actuará como interlocutor del responsable o 

encargado del tratamiento ante la Agencia Española de Protección de Datos y las 
autoridades autonómicas de protección de datos. El delegado podrá inspeccionar los 
procedimientos relacionados con el objeto de la presente ley orgánica y emitir 
recomendaciones en el ámbito de sus competencias. 

2. Cuando se trate de una persona física integrada en la organización del responsable o 
encargado del tratamiento, el delegado de protección de datos no podrá ser removido ni 
sancionado por el responsable o el encargado por desempeñar sus funciones salvo que 
incurriera en dolo o negligencia grave en su ejercicio. Se garantizará la independencia del 
delegado de protección de datos dentro de la organización, debiendo evitarse cualquier 
conflicto de intereses. 

3. En el ejercicio de sus funciones el delegado de protección de datos tendrá acceso a los 
datos personales y procesos de tratamiento, no pudiendo oponer a este acceso el 
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responsable o el encargado del tratamiento la existencia de cualquier deber de 
confidencialidad o secreto, incluyendo el previsto en el artículo 5 de esta ley orgánica. 

4. Cuando el delegado de protección de datos aprecie la existencia de una vulneración 
relevante en materia de protección de datos lo documentará y lo comunicará 
inmediatamente a los órganos de administración y dirección del responsable o el 
encargado del tratamiento. 

Artículo 37. Intervención del delegado de protección de datos en caso de reclamación ante 
las autoridades de protección de datos 
1. Cuando el responsable o el encargado del tratamiento hubieran designado un delegado 

de protección de datos el afectado podrá, con carácter previo a la presentación de una 
reclamación contra aquéllos ante la Agencia Española de Protección de Datos o, en su 
caso, ante las autoridades autonómicas de protección de datos, dirigirse al delegado de 
protección de datos de la entidad contra la que se reclame. 
En este caso, el delegado de protección de datos comunicará al afectado la decisión que 
se hubiera adoptado en el plazo máximo de dos meses a contar desde la recepción de la 
reclamación. 

2. Cuando el afectado presente una reclamación ante la Agencia Española de Protección de 
Datos o, en su caso, ante las autoridades autonómicas de protección de datos, aquellas 
podrán remitir la reclamación al delegado de protección de datos a fin de que este 
responda en el plazo de un mes. 
Si transcurrido dicho plazo el delegado de protección de datos no hubiera comunicado a 
la autoridad de protección de datos competente la respuesta dada a la reclamación, dicha 
autoridad continuará el procedimiento con arreglo a lo establecido en el Título VIII de esta 
ley orgánica y en sus normas de desarrollo. 

3. El procedimiento ante la Agencia Española de Protección de Datos será el establecido en 
el Título VIII de esta ley orgánica y en sus normas de desarrollo. Asimismo, las 
comunidades autónomas regularán el procedimiento correspondiente ante sus 
autoridades autonómicas de protección de datos. 

 
5.2.4. CÓDIGOS DE CONDUCTA Y CERTIFICACIÓN 
Artículo 38. Códigos de conducta 
1. Los códigos de conducta regulados por la sección 5.ª del Capítulo IV del Reglamento (UE) 

2016/679 serán vinculantes para quienes se adhieran a los mismos. 
Dichos códigos podrán dotarse de mecanismos de resolución extrajudicial de conflictos. 

2. Dichos códigos podrán promoverse, además de por las asociaciones y organismos a los 
que se refiere el artículo 40.2 del Reglamento (UE) 2016/679, por empresas o grupos de 
empresas así como por los responsables o encargados a los que se refiere el artículo 77.1 
de esta ley orgánica. 
Asimismo, podrán ser promovidos por los organismos o entidades que asuman las 
funciones de supervisión y resolución extrajudicial de conflictos a los que se refiere el 
artículo 41 del Reglamento (UE) 2016/679. 
Los responsables o encargados del tratamiento que se adhieran al código de conducta se 
obligan a someter al organismo o entidad de supervisión las reclamaciones que les fueran 
formuladas por los afectados en relación con los tratamientos de datos incluidos en su 
ámbito de aplicación en caso de considerar que no procede atender a lo solicitado en la 
reclamación, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 37 de esta ley orgánica. Además, 
sin menoscabo de las competencias atribuidas por el Reglamento (UE) 2016/679 a las 
autoridades de protección de datos, podrán voluntariamente y antes de llevar a cabo el 
tratamiento, someter al citado organismo o entidad de supervisión la verificación de la 
conformidad del mismo con las materias sujetas al código de conducta. 
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En caso de que el organismo o entidad de supervisión rechace o desestime la reclamación, 
o si el responsable o encargado del tratamiento no somete la reclamación a su decisión, el 
afectado podrá formularla ante la Agencia Española de Protección de Datos o, en su caso, 
las autoridades autonómicas de protección de datos. 
La autoridad de protección de datos competente verificará que los organismos o 
entidades que promuevan los códigos de conducta han dotado a estos códigos de 
organismos de supervisión que reúnan los requisitos establecidos en el artículo 41.2 del 
Reglamento (UE) 2016/679. 

3. Los códigos de conducta serán aprobados por la Agencia Española de Protección de Datos 
o, en su caso, por la autoridad autonómica de protección de datos competente. 

4. La Agencia Española de Protección de Datos o, en su caso, las autoridades autonómicas de 
protección de datos someterán los proyectos de código al mecanismo de coherencia 
mencionado en el artículo 63 de Reglamento (UE) 2016/679 en los supuestos en que ello 
proceda según su artículo 40.7. El procedimiento quedará suspendido en tanto el Comité 
Europeo de Protección de Datos no emita el dictamen al que se refieren los artículos 
64.1.b) y 65.1.c) del citado reglamento. 
Cuando sea una autoridad autonómica de protección de datos la que someta el proyecto 
de código al mecanismo de coherencia, se estará a lo dispuesto en el artículo 60 de esta 
ley orgánica. 

5. La Agencia Española de Protección de Datos y las autoridades autonómicas de protección 
de datos mantendrán registros de los códigos de conducta aprobados por las mismas, que 
estarán interconectados entre sí y coordinados con el registro gestionado por el Comité 
Europeo de Protección de Datos conforme al artículo 40.11 del citado reglamento. 
El registro será accesible a través de medios electrónicos. 

6. Mediante real decreto se establecerán el contenido del registro y las especialidades del 
procedimiento de aprobación de los códigos de conducta. 

Artículo 39. Acreditación de instituciones de certificación 
Sin perjuicio de las funciones y poderes de acreditación de la autoridad de control competente 
en virtud de los artículos 57 y 58 del Reglamento (UE) 2016/679, la acreditación de las 
instituciones de certificación a las que se refiere el artículo 43.1 del citado reglamento podrá 
ser llevada a cabo por la Entidad Nacional de Acreditación (ENAC), que comunicará a la Agencia 
Española de Protección de Datos y a las autoridades de protección de datos de las 
comunidades autónomas las concesiones, denegaciones o revocaciones de las acreditaciones, 
así como su motivación. 
 

6. GARANTÍA DE LOS DERECHOS DIGITALES 

 
6.1. LEY ORGÁNICA 3/2018, DE 5 DE DICIEMBRE, DE PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES Y 

GARANTÍA DE LOS DERECHOS DIGITALES 
Artículo 79. Los derechos en la Era digital 
Los derechos y libertades consagrados en la Constitución y en los Tratados y Convenios 
Internacionales en que España sea parte son plenamente aplicables en Internet. Los 
prestadores de servicios de la sociedad de la información y los proveedores de servicios de 
Internet contribuirán a garantizar su aplicación. 
Artículo 80. Derecho a la neutralidad de Internet 
Los usuarios tienen derecho a la neutralidad de Internet. Los proveedores de servicios de 
Internet proporcionarán una oferta transparente de servicios sin discriminación por motivos 
técnicos o económicos. 
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Artículo 81. Derecho de acceso universal a Internet 
1. Todos tienen derecho a acceder a Internet independientemente de su condición personal, 

social, económica o geográfica. 
2. Se garantizará un acceso universal, asequible, de calidad y no discriminatorio para toda la 

población. 
3. El acceso a Internet de hombres y mujeres procurará la superación de la brecha de género 

tanto en el ámbito personal como laboral. 
4. El acceso a Internet procurará la superación de la brecha generacional mediante acciones 

dirigidas a la formación y el acceso a las personas mayores. 
5. La garantía efectiva del derecho de acceso a Internet atenderá la realidad específica de los 

entornos rurales. 
6. El acceso a Internet deberá garantizar condiciones de igualdad para las personas que 

cuenten con necesidades especiales. 
Artículo 82. Derecho a la seguridad digital. 
Los usuarios tienen derecho a la seguridad de las comunicaciones que transmitan y reciban a 
través de Internet. Los proveedores de servicios de Internet informarán a los usuarios de sus 
derechos. 
Artículo 83. Derecho a la educación digital 
1. El sistema educativo garantizará la plena inserción del alumnado en la sociedad digital y el 

aprendizaje de un consumo responsable y un uso crítico y seguro de los medios digitales y 
respetuoso con la dignidad humana, la justicia social y la sostenibilidad medioambiental, 
los valores constitucionales, los derechos fundamentales y, particularmente con el 
respeto y la garantía de la intimidad personal y familiar y la protección de datos 
personales. Las actuaciones realizadas en este ámbito tendrán carácter inclusivo, en 
particular en lo que respecta al alumnado con necesidades educativas especiales. 
Las Administraciones educativas deberán incluir en el desarrollo del currículo la 
competencia digital a la que se refiere el apartado anterior, así como los elementos 
relacionados con las situaciones de riesgo derivadas de la inadecuada utilización de las 
TIC, con especial atención a las situaciones de violencia en la red. 

2. El profesorado recibirá las competencias digitales y la formación necesaria para la 
enseñanza y transmisión de los valores y derechos referidos en el apartado anterior. 

3. Los planes de estudio de los títulos universitarios, en especial, aquellos que habiliten para 
el desempeño profesional en la formación del alumnado, garantizarán la formación en el 
uso y seguridad de los medios digitales y en la garantía de los derechos fundamentales en 
Internet. 

4. Las Administraciones Públicas incorporarán a los temarios de las pruebas de acceso a los 
cuerpos superiores y a aquéllos en que habitualmente se desempeñen funciones que 
impliquen el acceso a datos personales materias relacionadas con la garantía de los 
derechos digitales y en particular el de protección de datos. 

Artículo 84. Protección de los menores en Internet 
a. Los padres, madres, tutores, curadores o representantes legales procurarán que los 

menores de edad hagan un uso equilibrado y responsable de los dispositivos digitales y de 
los servicios de la sociedad de la información a fin de garantizar el adecuado desarrollo de 
su personalidad y preservar su dignidad y sus derechos fundamentales. 

b. La utilización o difusión de imágenes o información personal de menores en las redes 
sociales y servicios de la sociedad de la información equivalentes que puedan implicar una 
intromisión ilegítima en sus derechos fundamentales determinará la intervención del 
Ministerio Fiscal, que instará las medidas cautelares y de protección previstas en la Ley 
Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica del Menor. 

  



 

 

 

 

ADENDA AUXILIAR ADMINISTRATIVO ESTADO Ed JUNIO 2021 – Vol I 

 www.academiatamargo.com 
Página 56 

ACADEMIA TAMARGO S.L.U. 
 
FEBRERO 2023 

 

Artículo 85. Derecho de rectificación en Internet 
1. Todos tienen derecho a la libertad de expresión en Internet. 
2. Los responsables de redes sociales y servicios equivalentes adoptarán protocolos 

adecuados para posibilitar el ejercicio del derecho de rectificación ante los usuarios que 
difundan contenidos que atenten contra el derecho al honor, la intimidad personal y 
familiar en Internet y el derecho a comunicar o recibir libremente información veraz, 
atendiendo a los requisitos y procedimientos previstos en la Ley Orgánica 2/1984, de 26 
de marzo, reguladora del derecho de rectificación. 
Cuando los medios de comunicación digitales deban atender la solicitud de rectificación 
formulada contra ellos deberán proceder a la publicación en sus archivos digitales de un 
aviso aclaratorio que ponga de manifiesto que la noticia original no refleja la situación 
actual del individuo. Dicho aviso deberá aparecer en lugar visible junto con la información 
original. 

Artículo 86. Derecho a la actualización de informaciones en medios de comunicación 
digitales 
Toda persona tiene derecho a solicitar motivadamente de los medios de comunicación 
digitales la inclusión de un aviso de actualización suficientemente visible junto a las noticias 
que le conciernan cuando la información contenida en la noticia original no refleje su situación 
actual como consecuencia de circunstancias que hubieran tenido lugar después de la 
publicación, causándole un perjuicio. 
En particular, procederá la inclusión de dicho aviso cuando las informaciones originales se 
refieran a actuaciones policiales o judiciales que se hayan visto afectadas en beneficio del 
interesado como consecuencia de decisiones judiciales posteriores. En este caso, el aviso hará 
referencia a la decisión posterior. 
Artículo 87. Derecho a la intimidad y uso de dispositivos digitales en el ámbito laboral 
1. Los trabajadores y los empleados públicos tendrán derecho a la protección de su 

intimidad en el uso de los dispositivos digitales puestos a su disposición por su empleador. 
2. El empleador podrá acceder a los contenidos derivados del uso de medios digitales 

facilitados a los trabajadores a los solos efectos de controlar el cumplimiento de las 
obligaciones laborales o estatutarias y de garantizar la integridad de dichos dispositivos. 

3. Los empleadores deberán establecer criterios de utilización de los dispositivos digitales 
respetando en todo caso los estándares mínimos de protección de su intimidad de 
acuerdo con los usos sociales y los derechos reconocidos constitucional y legalmente. En 
su elaboración deberán participar los representantes de los trabajadores. 
El acceso por el empleador al contenido de dispositivos digitales respecto de los que haya 
admitido su uso con fines privados requerirá que se especifiquen de modo preciso los 
usos autorizados y se establezcan garantías para preservar la intimidad de los 
trabajadores, tales como, en su caso, la determinación de los períodos en que los 
dispositivos podrán utilizarse para fines privados. 
Los trabajadores deberán ser informados de los criterios de utilización a los que se refiere 
este apartado. 

Artículo 88. Derecho a la desconexión digital en el ámbito laboral 
1. Los trabajadores y los empleados públicos tendrán derecho a la desconexión digital a fin 

de garantizar, fuera del tiempo de trabajo legal o convencionalmente establecido, el 
respeto de su tiempo de descanso, permisos y vacaciones, así como de su intimidad 
personal y familiar. 

2. Las modalidades de ejercicio de este derecho atenderán a la naturaleza y objeto de la 
relación laboral, potenciarán el derecho a la conciliación de la actividad laboral y la vida 
personal y familiar y se sujetarán a lo establecido en la negociación colectiva o, en su 
defecto, a lo acordado entre la empresa y los representantes de los trabajadores. 
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3. El empleador, previa audiencia de los representantes de los trabajadores, elaborará una 
política interna dirigida a trabajadores, incluidos los que ocupen puestos directivos, en la 
que definirán las modalidades de ejercicio del derecho a la desconexión y las acciones de 
formación y de sensibilización del personal sobre un uso razonable de las herramientas 
tecnológicas que evite el riesgo de fatiga informática. En particular, se preservará el 
derecho a la desconexión digital en los supuestos de realización total o parcial del trabajo 
a distancia así como en el domicilio del empleado vinculado al uso con fines laborales de 
herramientas tecnológicas. 

Artículo 89. Derecho a la intimidad frente al uso de dispositivos de videovigilancia y de 
grabación de sonidos en el lugar de trabajo 
1. Los empleadores podrán tratar las imágenes obtenidas a través de sistemas de cámaras o 

videocámaras para el ejercicio de las funciones de control de los trabajadores o los 
empleados públicos previstas, respectivamente, en el artículo 20.3 del Estatuto de los 
Trabajadores y en la legislación de función pública, siempre que estas funciones se ejerzan 
dentro de su marco legal y con los límites inherentes al mismo. Los empleadores habrán 
de informar con carácter previo, y de forma expresa, clara y concisa, a los trabajadores o 
los empleados públicos y, en su caso, a sus representantes, acerca de esta medida. 
En el supuesto de que se haya captado la comisión flagrante de un acto ilícito por los 
trabajadores o los empleados públicos se entenderá cumplido el deber de informar 
cuando existiese al menos el dispositivo al que se refiere el artículo 22.4 de esta ley 
orgánica. 

2. En ningún caso se admitirá la instalación de sistemas de grabación de sonidos ni de 
videovigilancia en lugares destinados al descanso o esparcimiento de los trabajadores o 
los empleados públicos, tales como vestuarios, aseos, comedores y análogos. 

3. La utilización de sistemas similares a los referidos en los apartados anteriores para la 
grabación de sonidos en el lugar de trabajo se admitirá únicamente cuando resulten 
relevantes los riesgos para la seguridad de las instalaciones, bienes y personas derivados 
de la actividad que se desarrolle en el centro de trabajo y siempre respetando el principio 
de proporcionalidad, el de intervención mínima y las garantías previstas en los apartados 
anteriores. La supresión de los sonidos conservados por estos sistemas de grabación se 
realizará atendiendo a lo dispuesto en el apartado 3 del artículo 22 de esta ley. 

Artículo 90. Derecho a la intimidad ante la utilización de sistemas de geolocalización en el 
ámbito laboral 
1. Los empleadores podrán tratar los datos obtenidos a través de sistemas de 

geolocalización para el ejercicio de las funciones de control de los trabajadores o los 
empleados públicos previstas, respectivamente, en el artículo 20.3 del Estatuto de los 
Trabajadores y en la legislación de función pública, siempre que estas funciones se ejerzan 
dentro de su marco legal y con los límites inherentes al mismo. 

2. Con carácter previo, los empleadores habrán de informar de forma expresa, clara e 
inequívoca a los trabajadores o los empleados públicos y, en su caso, a sus 
representantes, acerca de la existencia y características de estos dispositivos. Igualmente 
deberán informarles acerca del posible ejercicio de los derechos de acceso, rectificación, 
limitación del tratamiento y supresión. 

Artículo 91. Derechos digitales en la negociación colectiva 
Los convenios colectivos podrán establecer garantías adicionales de los derechos y libertades 
relacionados con el tratamiento de los datos personales de los trabajadores y la salvaguarda 
de derechos digitales en el ámbito laboral. 
Artículo 92. Protección de datos de los menores en Internet 
Los centros educativos y cualesquiera personas físicas o jurídicas que desarrollen actividades 
en las que participen menores de edad garantizarán la protección del interés superior del 



 

 

 

 

ADENDA AUXILIAR ADMINISTRATIVO ESTADO Ed JUNIO 2021 – Vol I 

 www.academiatamargo.com 
Página 58 

ACADEMIA TAMARGO S.L.U. 
 
FEBRERO 2023 

 

menor y sus derechos fundamentales, especialmente el derecho a la protección de datos 
personales, en la publicación o difusión de sus datos personales a través de servicios de la 
sociedad de la información. 
Cuando dicha publicación o difusión fuera a tener lugar a través de servicios de redes sociales 
o servicios equivalentes deberán contar con el consentimiento del menor o sus representantes 
legales, conforme a lo prescrito en el artículo 7 de esta ley orgánica. 
Artículo 93. Derecho al olvido en búsquedas de Internet 
1. Toda persona tiene derecho a que los motores de búsqueda en Internet eliminen de las 

listas de resultados que se obtuvieran tras una búsqueda efectuada a partir de su nombre 
los enlaces publicados que contuvieran información relativa a esa persona cuando fuesen 
inadecuados, inexactos, no pertinentes, no actualizados o excesivos o hubieren devenido 
como tales por el transcurso del tiempo, teniendo en cuenta los fines para los que se 
recogieron o trataron, el tiempo transcurrido y la naturaleza e interés público de la 
información. 
Del mismo modo deberá procederse cuando las circunstancias personales que en su caso 
invocase el afectado evidenciasen la prevalencia de sus derechos sobre el mantenimiento 
de los enlaces por el servicio de búsqueda en Internet. 
Este derecho subsistirá aun cuando fuera lícita la conservación de la información 
publicada en el sitio web al que se dirigiera el enlace y no se procediese por la misma a su 
borrado previo o simultáneo. 

2. El ejercicio del derecho al que se refiere este artículo no impedirá el acceso a la 
información publicada en el sitio web a través de la utilización de otros criterios de 
búsqueda distintos del nombre de quien ejerciera el derecho. 

Artículo 94. Derecho al olvido en servicios de redes sociales y servicios equivalentes 
1. Toda persona tiene derecho a que sean suprimidos, a su simple solicitud, los datos 

personales que hubiese facilitado para su publicación por servicios de redes sociales y 
servicios de la sociedad de la información equivalentes. 

2. Toda persona tiene derecho a que sean suprimidos los datos personales que le conciernan 
y que hubiesen sido facilitados por terceros para su publicación por los servicios de redes 
sociales y servicios de la sociedad de la información equivalentes cuando fuesen 
inadecuados, inexactos, no pertinentes, no actualizados o excesivos o hubieren devenido 
como tales por el transcurso del tiempo, teniendo en cuenta los fines para los que se 
recogieron o trataron, el tiempo transcurrido y la naturaleza e interés público de la 
información. 
Del mismo modo deberá procederse a la supresión de dichos datos cuando las 
circunstancias personales que en su caso invocase el afectado evidenciasen la prevalencia 
de sus derechos sobre el mantenimiento de los datos por el servicio. 
Se exceptúan de lo dispuesto en este apartado los datos que hubiesen sido facilitados por 
personas físicas en el ejercicio de actividades personales o domésticas. 

3. En caso de que el derecho se ejercitase por un afectado respecto de datos que hubiesen 
sido facilitados al servicio, por él o por terceros, durante su minoría de edad, el prestador 
deberá proceder sin dilación a su supresión por su simple solicitud, sin necesidad de que 
concurran las circunstancias mencionadas en el apartado 2. 

Artículo 95. Derecho de portabilidad en servicios de redes sociales y servicios equivalentes 
Los usuarios de servicios de redes sociales y servicios de la sociedad de la información 
equivalentes tendrán derecho a recibir y transmitir los contenidos que hubieran facilitado a los 
prestadores de dichos servicios, así como a que los prestadores los transmitan directamente a 
otro prestador designado por el usuario, siempre que sea técnicamente posible. 
Los prestadores podrán conservar, sin difundirla a través de Internet, copia de los contenidos 
cuando dicha conservación sea necesaria para el cumplimiento de una obligación legal. 
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Artículo 96. Derecho al testamento digital 
1. El acceso a contenidos gestionados por prestadores de servicios de la sociedad de la 

información sobre personas fallecidas se regirá por las siguientes reglas: 
a) Las personas vinculadas al fallecido por razones familiares o de hecho, así como sus 

herederos podrán dirigirse a los prestadores de servicios de la sociedad de la 
información al objeto de acceder a dichos contenidos e impartirles las instrucciones 
que estimen oportunas sobre su utilización, destino o supresión. 
Como excepción, las personas mencionadas no podrán acceder a los contenidos del 
causante, ni solicitar su modificación o eliminación, cuando la persona fallecida lo 
hubiese prohibido expresamente o así lo establezca una ley. Dicha prohibición no 
afectará al derecho de los herederos a acceder a los contenidos que pudiesen formar 
parte del caudal relicto. 

b) El albacea testamentario así como aquella persona o institución a la que el fallecido 
hubiese designado expresamente para ello también podrá solicitar, con arreglo a las 
instrucciones recibidas, el acceso a los contenidos con vistas a dar cumplimiento a 
tales instrucciones. 

c) En caso de personas fallecidas menores de edad, estas facultades podrán ejercerse 
también por sus representantes legales o, en el marco de sus competencias, por el 
Ministerio Fiscal, que podrá actuar de oficio o a instancia de cualquier persona física 
o jurídica interesada. 

d) En caso de fallecimiento de personas con discapacidad, estas facultades podrán 
ejercerse también, además de por quienes señala la letra anterior, por quienes 
hubiesen sido designados para el ejercicio de funciones de apoyo si tales facultades 
se entendieran comprendidas en las medidas de apoyo prestadas por el designado. 

2. Las personas legitimadas en el apartado anterior podrán decidir acerca del 
mantenimiento o eliminación de los perfiles personales de personas fallecidas en redes 
sociales o servicios equivalentes, a menos que el fallecido hubiera decidido acerca de esta 
circunstancia, en cuyo caso se estará a sus instrucciones. 
El responsable del servicio al que se le comunique, con arreglo al párrafo anterior, la 
solicitud de eliminación del perfil, deberá proceder sin dilación a la misma. 

3. Mediante real decreto se establecerán los requisitos y condiciones para acreditar la 
validez y vigencia de los mandatos e instrucciones y, en su caso, el registro de los mismos, 
que podrá coincidir con el previsto en el artículo 3 de esta ley orgánica. 

4. Lo establecido en este artículo en relación con las personas fallecidas en las comunidades 
autónomas con derecho civil, foral o especial, propio se regirá por lo establecido por estas 
dentro de su ámbito de aplicación. 

Artículo 97. Políticas de impulso de los derechos digitales 
1. El Gobierno, en colaboración con las comunidades autónomas, elaborará un Plan de 

Acceso a Internet con los siguientes objetivos: 
a) superar las brechas digitales y garantizar el acceso a Internet de colectivos 

vulnerables o con necesidades especiales y de entornos familiares y sociales 
económicamente desfavorecidos mediante, entre otras medidas, un bono social de 
acceso a Internet; 

b) impulsar la existencia de espacios de conexión de acceso público; y 
c) fomentar medidas educativas que promuevan la formación en competencias y 

habilidades digitales básicas a personas y colectivos en riesgo de exclusión digital y la 
capacidad de todas las personas para realizar un uso autónomo y responsable de 
Internet y de las tecnologías digitales. 

2. Asimismo se aprobará un Plan de Actuación dirigido a promover las acciones de 
formación, difusión y concienciación necesarias para lograr que los menores de edad 
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hagan un uso equilibrado y responsable de los dispositivos digitales y de las redes sociales 
y de los servicios de la sociedad de la información equivalentes de Internet con la 
finalidad de garantizar su adecuado desarrollo de la personalidad y de preservar su 
dignidad y derechos fundamentales. 

3. El Gobierno presentará un informe anual ante la comisión parlamentaria correspondiente 
del Congreso de los Diputados en el que se dará cuenta de la evolución de los derechos, 
garantías y mandatos contemplados en el presente Título y de las medidas necesarias 
para promover su impulso y efectividad. 

 
 


